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T N T R o D u e e T o N 

El trabajo que pretendemos desarrollar va encamina­

do a demostrar que la actual legislaci6n es totalmente obsoleta 

por lo que se refiere a los derechos de las minarlas en las So­

ciedades Anónimas. 

Insistiremos en los diversos capitulas que nuestra 

legislaci6n debe ser modificada, para <lar una mayor seguridad 

jurídica a los inversionistas; toda vez que, por los momentos 

tan difíciles por los que atraviesa nuestro país, así como, las 

diferentes circunstancias críticas que confrontan actualmente 

las empresas en México, es necesario dar seguridad jurídica a 

los inversionsitas. 

No es difícil compro-bar, con una simple revisión a 

los desgloses accionarios de las Sociedades Anónimas en ~16xico 

que en la actualidad, son muy pocas las empresas mercantiles 

que cuentan con grandes accionistas mayoritarios: es decir, en­

contramos que estamos viviendo una época en que las decisiones 

en ]as compañías son muy cerradas. Sin embargo una vez que se 

ha definido la mayoría, la minarla queda casi completamente de~ 

protegida, al igual que ocurre en las empresas en las que exis­

te un accionista o un grupo de accionistas que controlan la m~ 

yoría accionaria. 

En nuestra legislación encontramos que existen pro-
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tecciones derechos para las m1nor1as, sin embargo, toda 

vez que la ley es antigua, dichos derechos y protecciones son 

sumamente difíciles de ejercitar. 

Lo que m6s nos preocupa y lo que nos motiv6 a des~ 

rrollar el presente trabajo, es la evidente necesidad de inveL 

sión en nuestro país, con objeto de superar la actual crisis 

que nos aqueja, ya que consideramos que el motivo por el que 

la inversión no se está dando, no es Únicamente la falta de r~ 

cursos de los inversionistas, sino que existe una más importan 

te, que es la falla de seguridad del inversionista. 

Es por eso que hemos decidido desarrollar el pre­

sente trabajo, con el propósito de marcar desde nuestro punto 

de vista, las diferencias que encierra nuestra legislación en 

materia de derechos de las minorías en las Sociedades Anónimas, 

así como dar, en nuestra opinión, las resoluciones a este pro­

blema, con la finalidad de que el inversionista encuentre una 

seguridad jurídica e inicie la actividad económica que en es­

tos momentos tanta falta hace en nuestro país. 



-3-

CAPITULO PRIMERO 

ANTECEDENTES HISTORICOS DE LA SOCIEDAD ANONIMA 

1.1 DERECHO ROMANO.- CONTRATO DE SOCIEDAD. 

Se puede decir que los primeros antecedentes de la 

Sociedad Anónima los encontramos en Roma. 

Debemos empezar, por lo tanto, definiendo lo que 

en Roma era considerada una sociedad, para después poder anali 

zar sus diferentes clases, buscando los antecedentes de está' 

clase de sociedades. 

El tratadista Floris Hargadant define a la antigua 

sociedad en Roma de la siguiente forma: 

''Era el contrato por el cual dos o m's personas
1
po­

nían en común determinados objetos o sus energ1as, 
o una combinaci6n de objetos y energios, para ded! 
carse a determinadas actividades, no necesariamen­
te econ6micaa, y repartirse los resultados"(l). 

Otra autoridad en la materia, tratadista de Dere-

cho Romano, asimismo, Eugene Petit, opina que la palabra soci~ 

dad, en Roma, en su más alta acepción, tenia el sentido de a~g 

ciaci6n, es decir, se aplicaba a toda agrupación de persona's 

que buscaban un fin común, sin embargo, considera que en un 

sentido más restringido, la sociedad se distingue de la asoci~ 

l GUILLERMO FLORIS MARGADANT: El Derecho Privado Romano; 2a. 
ed., Ed, Esfinge, S. A., México, 1968, p. 408. 
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ción, en que la primera busca un interés personal de los aso-

ciados, mientras la segunda no (2). 

De las definiciones que acabamos de mencionar se 

desprenden claramente algunas similitudes con la Sociedad An6-

nima, como son: La agrupación de personas, mediante la aporta-

ci6n de objetos o energías, con la finalidad de que estas per-

senas obtuvieran alguna utilidad, Estos elementos que encontr~ 

mos en la sociedad romana, siguen siendo en esencia, algunos 

de los de la Sociedad An6nima en nuestros dias, principalmente 

aquel que se refiere a la obtenci6n de un lucro. 

Del análisis anterior encontramos que los elemen-

tos esenciales en la sociedad romana eran: 

1).- El acuerdo o agrupaci6n de dos o más personas. 

2).- Que esas dos o más personas debían aportar c~ 

sas en común; y 

3).- La búsqueda de obtenci6n de utilidades o ben~ 

ficios para dichas personas. 

El contrato de sociedad dentro del Derecho Romano 

tenia, desde nuestro punto de vista, la siguiente naturaleza 

jurídica: Era un contrato intuito personae ya que eran las cu~ 

2 Cfr. EUGENE PETIT: Tratado Elemental de Derecho Romano 
(trad. del francés por D. José Fernández González); Editora 
Nacional, México, 1966, p. 405, 
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lid ad es de cada persona como tal, las que los encaminaban a 

agruparse para la formación de una sociedad; era un contrato 

consensual, toda vez, que su perfeccionamiento dependía exclu-

sivamcnte del consentimiento entre las partes; era un contrato 

bilateral o multilateral ya que intervenían dos o más personas. 

Es importante señalar lo que para Eugene Petit era 

un elemento importante para la formación de una sociedad en R~ 

ma, el "Animo Contrahendae Societatis", este ánimo de contra-

tar debía recaer principalmente sobre dos elementos: La volun-

tad de comprometer o poner ciertos bienes en común y la necesi 

dad de buscar un resultado lícito y común (3). 

Encontramos que dentro de la sociedad romana, por 

lo que se refería a la administraci6n de la sociedad, todos 

los socios tenían igual derecho, como lo señala el Dr. Marga-

dan t. 

"Por regla general, todos los saetas tenían igual 
derecho a administrar la sociedad; pero, en la 
práctica, se solía nombrar -en el mismo contrato 
de sociedad o por mandato posterior- unos admlnis­
tradores, o bien se establecían diversos sectores 
de administración, encargando de cada sector a uno 
o mis socios"(4). 

Por lo que hace a la participuci6n en los resulta­

dos, en las utilidades repartibles y en las pérdidas en su ca-

3 Cfr. ibid., p. 406. 
4 G. FLORIS MARGADANT: op. cit., p. 409. 
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so, se estableció que sí no existía cláusula especial en la 

que se indicara la forma de participación, ésta sería por par-

tes iguales para las personas agrupadas, tanto en utilidades 

como en pérdidas. Sin embargo, podr:la establecerse que dicha 

participación en pérdidas o utilidades fuese de forma diferen-

te, siempre que dicha estipulación no fuese contraria al prin-

cipio del re·sultado común (5). 

De lo expuesto anteriormente podemos concluir, que 

no se ha desarrollado ni es probable desarrollar un nexo inrne-

díato entre las instituciones modernas y las antiguas, sin em-

bargo, las afinidades señaladas que se advierten en las sacie-

dades romanas, más que una actividad de colaboraci6n entre los 

socios, constituyen una indiscutible participación capitalista 

por parte de algunos de ellos que atenúa para éstos el carác-

ter personal. En consecuencia no debemos olvidar que sí existe 

una aportación de estas figuras sociales al concepto moderno 

de Sociedad Anónima y es que: 

"l).- Gozaban de personalidad jur:ldica. 

2).- En ellas era claramente distinta la calidad 
de socio de la de partícipe, y 

3).- El titulo de participación prescind:la de las 
condiciones de la persona, siendo transferi­
ble a terceros y sobreviviendo a la muerte 

5 Cfr. E. PETIT: op. cit., p. 406. 
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del socio" (6). 

Se concluye pues que debemos considerar al contra-

to de sociedad en Roma, como un antecedente hist6rico de la S~ 

ciedad Anónima. 

6 ANTONIO BRUNETTI: Tratado del Derecho 
(trad. del italiano por Felipe de Solá 
H.A., Buenos Aires, 1960, T. JI, p. 3. 

de las Sociedades 
Cañizares); U.T.E. 
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1.2 CLASTFICACION DE LAS SOCIEDADES EN ROMA. 

En el Derecho Romano encontramos que existían dos 

clases de contratos de sociedades: es decir, existían en Roma 

dos tipos de sociedades: 

A).- Las sociedades universales, y 

~),-Las sociedades particulares, 

Los tratadistas no definen claramente a ninguno de 

los dos tipos de sociedades, sin embargo, dan las característi 

cas y subdivisiones de ellas. El Dr. Margadant, por ejemplo, 

dice que las sociedades universales eran aquellas en las que 

se incluían todos los bienes que tuviera un socio o bien todos 

aquellos bienes que éste adquiriera por esfuerzo propio, excl~ 

yendo en este caso aquellos obtenidos por herencia, legado o 

donación. 

Indica el Dr. Margadant que las sociedades partic~ 

lares eran aquellas que tenían por objeto determinada clase de 

negocios o bien la explotaci6n de una cosa determinada (7). 

Encontramos que las sociedades universales se gen~ 

raron en las familias, pues era entre familiares donde existía 

un iOterés reciproco para establecer una comunidad de bienes. 

Las características que dá de este tipo de socied~ 

7 Cfr. G. FLORIS MARGADANT: op. cit., p. 410. 
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des Petit, difieren un poco de las establecidas por Hargadant, 

Petit indica que dentro de las sociedades universales encontr~ 

mas dos clases: 

A).- La sociedad '1omnium bonorum'' la cual para que 

existiese era necesario que los asociados se comprometieran a 

poner en común todos sus bienes presentes y venideros. 

B).- La sociedad 11 omnium quae ex quaestu veniunt 11
, 

en la cual se comprometían todos los bienes, con excepción de 

aquellos que hubieren obtenido o que obtuvieran más tarde a ti 

tulo gratuito (8). 

Por lo que se refiere a las sociedades particula­

res, ambos tratadistas coinciden en que existían dos clases de 

sociedades particulares, la primera era aquella en que los as~ 

ciados ponían ciertos valores en común para la realización de 

determinada clase de negocios, llamada "alicujus negotiatio­

nis'' y la segunda llamada ''inius rei'' que era aquella en que 

se ponían varias cosas en común para explotarlas y repartir 

los beneficios, 

Podemos concluir que las sociedades universales se 

distinguen de las particulares, por su objeto. 

8 Cfr. E. PETIT: op. cit., p. 407. 
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1.3 LOS ORIGENES DE LAS SOCIEDADES POR ACCIONES. 

Una vez establecidos en los capítulos anteriores 

el concepto de sociedad en Roma, así como, las características 

y la clasificación de éstas, encontramos que las aportaciones 

de los socios eran realizadas en bienes o trabajo, y que estas 

aportaciones que formaban el haber social, eran realizadas por 

los socios e'n base a las cualidades personales de éstos. 

Estas aportaciones de los socios al capital de la 

sociedad, van evolucionando a través de los años, y éstas pa­

san a convertirse en verdaderas partes representativas de di­

cho capital, más que una actividad de colaboración entre los 

familiares o socios como ocurría en las sociedades de la anti­

gua Roma, comenzando así, a generar una participación capita­

lista. 

Este tipo de aportaciones al que acabamos de hacer 

menci6n las encontramos en las ''Societates Publicanorum 11
, so­

ciedades que surgieron en Roma y que consideramos como los ori 

genes de las sociedades por acciones. 

Las "Societates Publicanorum 11 en realidad fueron 

una institución del derecho público, toda vez, que tenían en­

comendadas funciones públicas; esas funciones estribaban en la 

recaudación de ingresos del estado, la construcción de obras 

públicas y al aprovechamiento y suministro del pueblo y de los 
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ejércitos (9). 

Estas sociedades eran corporaciones revestidas de 

personalidad jurídica, eran regidas por reglas particulares 

adquirieron características propias, sin embargo comienza a 

darse una participación capitalista entre los socios. 

~onsi<leramos que las ''Societates Publicanorum'' 

aportaron caracteres al concepto moderno de empresa por acci~ 

nes, entre los que destacan: La personalidad jurídica, y la 

existencia de títulos representativos del capital, dichos tít~ 

los eran transferibles a terceros y eran representativos de la 

aportaci6n aún después de la muerte (10). 

Como la 11 Sacietates Publicanorum", a través del 

tiempo vamos encontrando instituciones que definitivamente fu~ 

ron los orígenes de las actuales Sociedades Anónimas. 

Entre estas instituciones que fueron evolucionando 

encontramos las conocidas como 11 Compere 11 o ''Monti'', &stas eran 

partes en las que se unificaba la deuda pública y eran adquiri 

das por capitalistas. 

Las "Compere" o "Monti 11 en Génova, según señala 

Brunetti, estaban: 

Consideradas como cosas muebles, enajenables y ap-

9 Cfr. A. BRUNETTT: Op. cit., P• 2. 

10 Cfr. ibid., p. 3. 
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Del análisls de las características que nos dá Br~ 

netti encontramos que en realidad las 11 Compere 11 o "Monti 11 no 

son otra cosa más que partes de la deuda pública que vendía el 

estado a lo& particulares mediante el aseguramiento de un ren-

dimiento por esa participación, por lo que en realidad yo en 

lo particular las considero más bien un crédito que una partí-

cipaci6n accionaria, sin embargo, los tratadistas las conside-

ran como un antecedente de la Sociedad Anónima actual. 

Similares a las 11 Compcre" o "Monti", un poco más 

adelante en el tiempo encontramos otro antecedente de las so-

ciedades por acciones modernas, conocido como las 11 Maone'1
• 

Las ''Maone'', eran recursos aportados por capitali~ 

tas, para la realización de una expedición dirigida a la con-

quista de alguna colonia. Estos recursos eran destinados bajo 

la guía del estado. 

Las "Maone" (palabra arabe que significa ayuda, s~ 

corro), son consideradas como antecedente, toda vez que, eran 

recursos de capitalistas aportados en común, para la obtención 

de un lucro, ese lucro consistía, en obtener por un cierto nú-

mero de años, el usufructo de algún bien de la colonia conqui~ 

11 A. BRUNETTI: Op. cit., p. 3. 
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tada, así como, el monopolio del comercio de algunos artículos 

coloniales, ésto ob\•iamente sujeto a la soberanía del estado 

(12). 

Estas instituciones de las 1'Maone'1
, así como las 

'
1 Compere 11 o ''Monti'' que acaban de ser desarrolladas en los p~­

rrafos anteriores son los orígenes de las sociedades que tuvi~ 

ron su germinaci6n, evoluci6n y desarrollo durante los siglos 

XVII y XVIII, y son aquellas que pasaremos a tratar en el si­

guiente punto de este trabajo. 

12 Cfr. A. BRUNETTI: Op. cit., p. S. 
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1.4 EVOLUCION DE LAS SOCIEDADES EN LOS SIGLOS XVII Y XVIII. 

Para poder conceptuar analizar debidamente las 

sociedades en los siglos XVII y XVIII, así como su evoluci6n, 

es necesario que asentemos lo que la doctrina considera su an-

tecedente inmediato, 

El tratadista Antonio Brunetti nos indica lo que 

él considera el antecedente más próximo y nos dice: 

Las corporaciones del antiguo derecho minero ale­
mán (Gewer Kschafter) presentan alguna analogía 
con la moderna sociedad por acciones (13), 

Estas corporaciones detentaban la propiedad inmobi 

liaría de la mina. Su capital se encontraba dividido en cierto 

número de cuotas ideales llamadas (Kux), las cuales eran nego-

ciadas frecuentemente como un titulo de nuestros días, aunque 

no estaba bien definida su naturaleza. 

La nota mAs esencial de las ''Kux'1 es que éstas no 

representaban, como la acción, una cierta suma de dinero, co-

rrespondiente a una aportación de los partícipes, sino una de-

terminada fracci6n del patrimonio de la sociedad. Otra caract~ 

rística es que eran divisibles, lo que condujo a un absurdo 

fraccionamiento de las cuotas. 

De estas corporaciones tomaron propiamente sus ba-

13 A. BRUNETTI: Op. cit., p. 5. 
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ses las sociedades de los siglos XVII y XVIII. Las sociedades 

de esta época surgen en Europa, principalmente en Holanda y se 

originan estas sociedades gracias a la gran lucha entre las pQ 

tencias marítimas de aquel tiempo por conquistar colonias de 

ultramar, ya que eran sumamente altos los costos de las exped! 

ciones, por lo que las asociaciones de armadores de buques o 

sociedades navales jugaron un papel muy importante. 

La más antigua de estas compañías, la Holandesa, 

naci6 en 1602, de la fusi6n de ocho empresas marítimas peque­

fias, se llam6 ''La Compafiía Holandesa de las Indias Orientales''• 

con un capital en acciones de seis y medio millones de f lori-

nes. 

Estas empresas para poder existir debían contar 

con una disposición gubernamental que tenia la naturaleza de 

privilegio, llamada "Oktrol". La primera en obtener esta auto­

rizaci6n1 como quedó apuntndo anteriormente, fué la holandesa 

el 20 de marzo de 1602, siendo ésta seguida por la "Compañia 

Inglesa de las Indias Orientales" constituida en 1612, con un 

capital de 744,000 libras esterlinas, dividido en acciones de 

50 libras esterlinas cada una (14). 

En estas empresas participaban en el capital tanto 

el estado, corno la población, con nportaciones en numerario, 

14 Cfr. A. BRONETTI: Op. cit., p. 11. 
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formando una unión económica sólida para el incremento y desa­

rrollo de las empresas coloniales (15). 

Las Compañías de las Indias Orientales son un ant~ 

cedente, toda vez que, fueron precursoras de características 

importantes de las sociedades anónimas actuales como son: 

,A).- La calidad de socios era transmisible, 

B).- La responsabilidad se limitaba al monto de la 

aportaci6n. 

C).- A la parte social se le denominaba acción. 

D),- Contaban con asamblea de socios y consejo de 

administración. 

Estas sociedades que jugaron un papel fundamental 

en la fo!mación de la Sociedad Anónima actual, siguieron creóu 

dos e y evolucionando, pero no es sino hasta el siglo XIX que 

realmente comenzó la reglamentación de estas sociedades, para 

irse transformando en las Sociedades Anónimas, que conocemos 

en la actualidad. 

Esta reglamentación a la que acabamos de hacer meu 

ci6n, surge en Francia, gracias al "Code de Commerce" de 1807. 

Este código sienta las bases para la constitución de verdade­

ras Sociedades An6nimas, marcando claros adelantos sobre los 

15 Cfr. A. BRUNETTI: Op. cit., p. 11. 
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antecedentes anteriores a este código. 

En la exposición de motivos se dá la justificación 

de ello, diciendo: 

"Las sociedades anonimas son un medio eficaz para 
favorecer las grandes empresas, para atraer a FraR 
cia las riquezas extranjeras, acrecentar el crédi­
to p6l1lico y aumentar la masa en circulación en el 
comerc,io"(16}, 

Entre las ventajas o aciertos del 11 Code de Commer-

ce'' de 1807 encontramos: Reconoce que en la an6nima los socios 

sólo están sujetos hasta la pérdida de su cuota en la sociedad, 

el capital de la anónima se divide en acciones y cada acción 

puede representarse bajo la forma de un titulo al portador, 

efectuándose en ese caso, la cesión con la tradición del tí tu-

lo. 

Sin embargo, el Código de 1807 sigue señalando que 

la sociedad no puede existir más que con la autorización del 

gobierno, aprobación que era concedida de acuerdo a lo establ~ 

cido por los reglamentos de la administración p6blica, 

Esta autorización previa del gobierno para su con~ 

titución se mantiene hasta el año de 1867, en que se elimina. 

Corno hemos observado, la empresa capitalista cole~ 

tiva alcanza su más completa expresión en Jas sociedades por 

16 Code de Commerce, cita do por A. BRUNETTl: op. cit., p. 17. 
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acciones, y en particular en la sociedad anónima, que no es ya 

una unión de personas, sino una fusión de capitales. Encentra~ 

do que la característica esencial de estas sociedades, es la 

completa separación del capitalista de la empresa, la despers2 

nalización o realización del capital (17). 

Debido a estas características invocadas de la so­

ciedad por acciones, como son el tener personalidad jurídica y 

la despersonalización del capital, ésta se convierte en la or­

ganización más usada e importante en los regímenes capitalis­

tas; siendo factor importante en el desarrollo industrial e in 

fluencia definitiva para las grandes sociedades que encontra­

mos en la actualidad. 

17 Cfr. A. BRUNETTI: p. cit., p. 35. 
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1.5 DERECílO MEXICANO.- ANTECEDE~TES Y CONCEPTO DE LA SOCIEDAD 

ANON IMA. 

Una vez apuntados los antecedentes históricos de 

la Sociedad Anónima en general, es conveniente analizar aque-

llos, que encontramos en el Derecho Mexicano, y lo mbs adecua-

do es comenzar este estudio con la etapa del M~xico indepen-

diente. El ~ratadista Roberto L. Mantilla Malina en relaci6n a 

este tópico indica: 

"En el México independiente se encuentran referen­
cias a sociedades que cabe co11sidcrar como anóni­
mas, en las concesiones para explotar vías férreas, 
y también en la otorgada para establecer una vía a 
través del Itsmo de Tehuantepec"(lB). 

Sin embargo, en la época en que se otorgan estas 

concesiones, no existla una regulaci6n específica que vigilara 

los diferentes aspectos y requisitos legales de una sociedad 

anónima. El primer antecedente que tenemos en el México inde-

pendiente de este tipo de regulación se encuentra en el Código 

de Lares, que, aún cuando no le daba gran importancia1 ya con-

tenía dentro de su articulado normas para regular u11a sociedad 

es comprensible que no le diera gran importancia, toda 

vez que los c6digos que existían en Europa en esa 6poca1 tampQ 

co dedicaban grandes espacios a este tema. 

No es sino hasta el Código de 1BB4, donde realmen-

lB ROBERTO L. MANTILLA MOLINA: Derecho Mercantil; vig6sima se­
gunda ed., Porrúa, México, 1982, p. 324. 
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te comienza a regularse esta materia. El Código de 1884 ya con 

sagra en su estructura un buen número de artículos que establ~ 

cen el régimen legal de la Sociedad Anónima, siendo éste obje-

to de una ley especial en el año de 1889, misma que fu6 derog~ 

da rápidamente por el C6digo del mismo año (19), Este código 

reguló las sociedades hasta que entró en vigor la Ley General 

de Sociedades Mercantiles en el año de 1934, misma que hasta 

la fecha sigue rigiendo y regJlando el rumbo de las Sociedades 

Anónimas. 

La Ley General de Sociedades Mercantiles en su ar­

ticulo 87 nos dá el concepto de Sociedad Anónima, eo los si-

guientes términos: 

Sociedad Anónima es la que existe bajo una denomi­
nación y se compone exclusivamente de socios cuya 
obligación se limita al pago de sus acciones (20). 

Por su parte, el articulo 89 del mismo ordenamien-

to establece que: 

Para proceder a la constitución de una Sociedad 
Anónima, se requiere: 

I.- Que haya cinco socios como mínimo, y que cada 
uno de ellos suscriba una acción cuando menos; 

11.- Que el capital social no sea menor de veinti­
cinco mil pesos y que Csté Íntegramente suscrito; 

19 Cfr. ibid., p. 324. 

20 Art. 87 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; de fe-. 
cha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial­
de la Federación el 4 de agosto de 1934. 



IJI,- Que se exhiba en dinero efectivo, cuando me­
nos, el veinte por ciento del valor de cada acción 
pagadera en numerario; y 

IV,- Que se exhiba Íntegramente el valor de cada 
acción que haya de pagarse, en todo o en parte, 
con bienes distintos del numerario (21), 
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De los artículos transcritos se desprenden elemen-

tos esenciales para el concepto de Sociedad Anónima: 

A).- Que la Sociedad An6nima existe bajo una deno-

minación. 

B) .- Que se compone de cuando menos cinco socios 

capitalistas, 

C).- Que la obligación de éstos se limita al pago 

de sus acciones. 

D) ,- Que el capital no podrá ser menor en ningún 

caso, de veinticinco mil pesos. 

21 Ibid., pp. 43 y 44, 
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2.1 EL STATUS DE SOCIO. 

Para poder llevar a cabo un estudio de los dere-

chos que co~responden o las minorías, en su calidad de so:ios, 

como tales, es necesario realizar una investigación de la si-

tuación que guarda una persona así considerada dentro de la SQ 

ciedad Anónima. 

Según se desprende de diversas disposiciones de la 

Ley General de Sociedades Mercantiles, una persona adquiere la 

calidad de socio al participar en el capital social de la so-

ciedad. Dicho capital social se encuentra formado por una se-

rie de aportaciones, en efectivo o en especie, efectuadas por 

los socios, Es de ahí donde proviene el carácter patrimonial 

de la sociedad, impersonal, al decir de Garrigues (22), ya que 

no interesa la persona del socio sino su aportación patrimo-

nial. 

El capital social de una Sociedad Anbnima se en-

cuentra dividido en porciones llamadas acciones que no son si-

22 Cfr. JOAQUIN GARRIGUES: Nuevos Hechos Nuevo Derecho de So­
ciedades Anbnimns; la. ed., Revista de Derecho Privado, Ma­
drid, 1933, p. 22. 
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no títulos valor de participación, generalmente de fácil tran~ 

misión. La acción no es un titulo que tenga incorporado ni un 

derecho de cr~dito, ni un derecho real, como acertadamente lo 

apunta Brunetti (23), sino que incorpora un ''status'' del cual 

se desprende un sinnúmero de derechos y obligaciones frente a 

la sociedad para el titular de la acción, 

El tratadista Rodríguez y Rodrlguez trata de hacer 

un poco más claro el concepto de "status" diciendo que se tra-

ta de una posición jurídica en el seno de una corporación y r~ 

sume que ese 11 status 11
1 en el ámbito reducido de la sociedad, 

es semejante a aquel del ciudadano, en la gran corporación po-

lítica que es el estado (24). De lo anterior se puede despren-

der que la situación del ·sacio frente a la sociedad, es que 

tiene una calidad jurídica y esa calidad le concede derechos 

varios y le impone diversas obligaciones, lo que significa que 

la calidad de socio otorga un auténtico "status 11 jurídico. 

Nuestra legislación, en el artículo 111 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles nos indica al respecto: 

Las acciones en que se divide el capital social de 
una sociedad an6nima estarán representadas por ti­
tulas nominativos que servirán para acreditar y 

23 Cfr. A. BRUNETTI: op. cit., p. 525. 

24 Cfr. JOAQUIN RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: Tratado de Sociedades 
Mercantiles; Sa. ed., Porrúa, México, 1977, Tomo I, p. 75. 



transmitir la calidad y los derechos de socios ..• 
(25). 
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Del análisis del artículo transcrito, podernos indi 

car que esa calidad juriliica que posee el socio frente a la sg 

ciedad se encuentra consagrada en los títulos de las acciones y 

la Única manera de ejercer esa calidad o transmitir la misma 

es con dichos títulos. 

Mantilla Melina, auxiliándose de fuentes hist6ri-

cas romanas sobre el particular, opina que el concepto de 11 st!!., 

tus" no puede ser aplicado a la calidad de socio puesto que 

aquel debe limitarse a las relaciones de una persona con cole~ 

tividades necesarias, a las que pertenece independientemente 

de su voluntad, por razones puramente vitales, incluso biológ~ 

cas, corno son el Estado y la familia. Establece que son cuatro 

notas las que debe poseer la relaci6n: A).- Uniformidad, en 

cuanto que la persona que tiene determinado 11 status'' se cncuen 

tra en la misma situación jurídica que cualquiera otra que go-

ce del mismo; B) .- Permanencia, ya que la atribución del "sta-

tus 1
' no se hace por un 16pso determinado, sino que generalmen-

te es de duraci6n indefinida; C).- Necesidad, pues todo indivi 

duo tiene uno (''status ciYitatis'', 11 status familiae 11
, etc.); 

D).- Generalidad, en cuanto que las consecuencias del "sta-

25 Art. III de la Ley General de Sociedades Mercantiles; de­
fecha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Ofi-­
cial de la Federación de 4 de agosto de 1934. 
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tus'' no se reflejan solo en ciertas y determinadas relaciones 

jurídicas, sino que repercuten en los más diversos campos. 

Al no reunir tales características la posici6n del 

socio [rente a la sociedad, lo lleva a concluir que no se tra-

ta de un "status" en un estricto sentido técnico sino una "ca-

lidad juridica" que confiere un complejo de derechos y obliga-

cienes y, por lo tnnto, debe considerarse su situaci6n como un 

"estado de socio" (26). 

De lo anteriormente expuesto y en vista de las di-

ferentes opiniones de los tratadistas, podemos indicar que el 

''status'' es una calidad jurídica que concede derechos e impone 

obligaciones al socio frente a la empresa, y por lo tanto, es 

nuestra opini6n, que bien puede considerarse también como un 

"status" el vl.nculo jurídico que existe entre una persona y 

una agrupacibn formada voluntariamente para la consecuci6n de 

un fin común. Lo anterior se deriva de que, del hecho de ser 

miembro de una asociación resulto para el socio la capacidad 

jurídica pora preten1ler que la asociación prevea o las finali-

dadcs confiadas a su cuidado¡ ésto constituye el contenido 

esencial de la calidad de miembro de la asociación. 

26 Cfr. ROBERTO MANTILLA MOLINA: Las Acciones de las Socieda­
des Mercantiles; versión mimcográfica, México, 1951, pp. 
329 y sigs. 
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2.2 LOS DERECHOS DE LOS SOCIOS, 

Como qued6 indicado en el punto anterior, el ''sta-

tus 11 de socio es requisito necesario para que se atribuyan a 

éste un conjunto de derechos frente a la sociedad. 

Este conjunto de derechos puede tener su origen en: 

,A).- La ley; 

B).- Los estatutos; o 

C).- Un acuerdo debidamente tomado por la asamblea 

general de accionistas. 

En virtud de este criterio, es decir, por razón de 

su origen, a estos derechos se les ha denominado, derechos so-

ciales legales y derechos sociales convencionales, subdividié~ 

dese éstos en: derechos convencionales estatutarios y derechos 

convencionales simples (27). 

Encontramos un apoyo parcial a esta división refe-

rente al origen de los derechos del socio en el artículo 28 

del Cbdigo Civil para el Distrito Federal, el cual a la letra 

dice: 

11 Las personas morales se regirán por las leyes co­
rrespondientes, por su escritura constitutiva y 
por su estatutos" (28). 

27 Cfr. J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 76. 

28 Art. 28 del Código Cjvil para el Distrito Federal; de fecha 
30 de agosto de 1928, publicado en el Diario Oficial de la -
Fedcraci6n el 31 de agosto de 1928. 
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La ley, en cuanto que contiene disposiciones impe-

rativas en la materia; los estatutos, en cuanto a que los con-

tratantes al celebrar el contrato de sociedad pueden estable-

cer normas a las que sujetarán su actividad y posición frente 

a la sociedad, haciendo uso de cierta autonomía legislativa 

que les concede el precepto antes analizado. En esta forma, 

las normas ¿rcadas por la voluntad de los contratantes se con-

vierten en ley para ellos mismos. 

Es necesario delimitar hasta qui punto pueden los 

contratantes establecer normas de regulación y funcionamiento 

de la vida social, considero que ese límite dependerá del ca-

rácter imperativo que posean las disposiciones legales que se 

pretenden modificar, sea reduciendo o extendiendo su alcance, 

pero en todo caso, sólo podrán mejorar y no empeorar la protc~ 

ción que lo ley confiere a los accionistas. En tal virtud, la 

autonomía legislativa que poseen los contratantes será válida 

en cuanto no sea co~traria a la ley y llene un vacio de la mi~ 

ma, o bien, surja para aquellas hipótesis en las que la ley de 

un modo expreso abandone la regulación de ciertos puntos a la 

voluntad contractual. A este respecto, el tratadista Rodríguez 

Rodríguez nos indica: 

Podemos afirmar el predominio de las normas impera 
tivas sobre las voluntarias; es decir del derech~ 
de sociedades mercantiles que dicta la ley impera­
tiva, sobre el que los socios puedan determinar 
por su propia voluntad, siempre que untre ambos h.f!. 
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ya contradicci6n (29). 

Por otra parte y en relaci6n a lo anterior, sefiala 

Fischer que en la Sociedad Anónima, decide en primer término 

la ley, y que el contrato social sólo rige en aquello en que 

la ley se remita a él, cediéndole normas modificativas o supl~ 

torias (30). Si bien es v6lida la afirmación, es preciso acla-

rar que la remisión de la ley a los estatutos no debe ser por 

necesidad en forma expresa, sino que su sentido permisivo po-

drá desprenderse de la interpretación del contenido de la noL 

ma. 

Por lo que se refiere a la Ley General de Socieda-

des Mercantiles, 6sta prevee en forma expresa ciertos precep-

tos inmodi~icables por los estatutos, tales como los conteni-

dos en los artículos 17, 20 y 105; de igual forma, establece 

expresamente disposiciones cuya modificación queda libre para 

los estatutos, como son los artículos 16, 112, 113, 190 y 193. 

Una vez analizados los derechos que los estatutos 

conceden o pueden conceder a los accionistas, Únicamente falt.Q.. 

ría examinar aquellos derechos otorgados a los socios en vir-

tud de un acuerdo debidamente tomado por la asamblea general 

29 J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op, cit., p. 74. 

30 Cfr. RODOLFO FISCHER: Las Sociedades Anónimas. Su Régimen 
Jurídico (trad. del alem6n por W. Roces); Ed. Reus, Madrid, 
193~. p. ll6. 
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de accionistas de la sociedad. Estos derechos convencionales 

simples, como hemos decidido llamarlos, derivan del carácter 

del 1'6rgano supremo de la sociedad'', que la ley en su artículo 

178 confiere a la asamblea: 

''La asamblea general de accionistas es el 6rgano s~ 
premo de la sociedad; podrá acordar y ratificar t~ 
dos los actos y operaciones de ésta y sus resolu­
ciones ser6n cumplidas por la persona que ella mi~ 
ma designe, o a falta de designación, por el admi­
nistrador o por el consejo de administraci6n°(31), 

Dándole facultades para acordar todos los actos r~ 

lativos al funcionamiento interno de aquella. 

Sin embargo, si los estatutos se encuentran subor-

dinados a la ley, las resoluciones de la asamblea general se 

encuentran limitadas por la ley y por los preceptos estatuta-

rios. Lo anterior no impide, ni significa, que los estatutos 

puedan ser modificados por decisión de la asamblea general ex-

traordinaria conforme a los procedimientos cumpliendo con 

los requisitos establecidos en el ordenamiento legal aplica-

ble. 

31 Art. 178 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; de -
feéha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de 4 de agosto de 1934, 



-30-

2.3 CLASIFICACION DE LOS DERECHOS DE LOS SOCIOS. 

Una vez determinado el origen de los derechos de 

los accionistas, procederemos a examinarlas. Al efecto, y con 

fines meramente didácticos, conviene hacer una clasificación 

de los mismos. Los tratadistas proponen en sus obras clasific~ 

cienes diferentes, tomando en cuenta puntos de vista diversos. 

En virtud de que esta divergencia no constituye sino un aspee-

to accesorio del presente trabajo, nos limitaremos al análisis 

de los derechos desde el punto de vista de su contenido. A es-

te respecto, Rodríguez y Rodríguez establece una divisi6n pri-

maria en: 

''A).- Derechos patrimoniales; y 

B).- Derechos de consecuci6n (32). 

Por su parte el maestro Mantilla Molina indica: 

Considero que pueden dividirse en derechos de con­
tenido patrimonial y derechos de carácter corpora­
tivo: los primeros facultan al socio para exigir 
una prestación que vendrá a sumarse a su patrimo­
nio, y por ello, son un elemento activo de él. Y 
de este carácter carecen los derechos llamados cor 
porativos, que ni tienen un valor apreciable en n~ 
merario ni mediante su ejercicio se obtienen bie­
nes que puedan valuarse de tal modo (33). 

Como se puede observar de las clasificaciones que 

hacen estos autores, éstas son casi iguales, cambiando exclusi 

32 J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 77. 

33 R. MANTILLA MOLINA: op. cit., P• 209. 
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vamente los términos con que definen los derechos no patrimo-

niales, sin embargo 1 utilizaremos para el desarrollo de este 

punto, la clasificación que establece el primero de éstos. 

Por lo que se refiere a la primera categoría, der~ 

chas patrimoniales, pertenecen a ésta, aquellos derechos que 

poseen un contenido patrimonial en interés particular y exclu-

sivo del socio, ejcrcitables frente a la sociedad. Son consid~ 

radas como los fundamentales en la soci.edad. Dentro de este 

grupo, cabe una subclasificación en principales y accesorios. 

Se consideran principales el derecho a la participación propo~ 

cional en los beneficios que reporte la sociedad, es decir, d~ 

rechos a dividendos, este derecho es considera ro como el nú-

cleo central de los derechos patrimoniales ya que el fin de to 

da sociedad es el carácter lucrativo y por lo tanto la partici 

poción del socio en ésta. Sin embargo, para poder llevar a ca-

bo este derecho existen ciertos requisitos en la ley, como los 

indicados en el artículo 19 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles que menciona: 

11La distribución 
después de que 
por la asamblea 
dos financieros 

de utilidades sólo podrá hacerse 
hayan sido debidamente aprobados 

de socios o accionistas, los esta­
que las arrojen •• "(34). 

Se considera asimismo, derecho patrimonial princi-

34 Art. 19 de la Lev General de Sociedades Mercantiles; de fe­
cha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 4 de agosto de 1934. 
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pa l, el derecho a la cuota de liquidación a la disolución de 

la sociedad. Este es el derecho que tiene todo accionista a 

que una vez que sea liquidada la sociedad y exista un exceden­

te en el balance final de liquidación, dicho excedente sea di~ 

tribuido proporcionalmente a los accionistas 1 ambos derechos 

patrimoniales son insuprimibles para los socios. 

Son considerados como derechos patrimoniales acce­

sorios, la transmisión de la calidad de socio, la obtención 

del documento que lo acredite como tal, la preferencia en la 

adquisición de las nuevas acciones y 1 por último, la aporta­

ción limitada. 

Con respecto a la segunda categoría, es decir, de­

rechos de consecución, son derechos que, aunque dados en bene­

ficio de los socios, sólo lo significan en cuanto a que su 

ejercicio es una garantía de los primeros. Estos pueden subdi­

vidirse en derechos de consecución administrativos y de vigi­

lancia, según se ejerciten en la formación y expresión de la 

voluntad social o bien, en la forma de actividades de vigilan-

cia sobre la sociedad sobre sus órganos, respectivamente 

(35). 

En forma genérica, pertenecen a esta categoría, en 
tre otros: el derecho de asistencia a asambleas, el derecho a 

35 Cfr. J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 414. 
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voto, la impugnación de acuerdos sociales, el derecho de nom­

brar un administrador y comisario y el control de la gestión 

de administradores y comisario. Los demás son facultades cene~ 

didas a los socios que, en realidad, constituyen derechos acc~ 

serios a los anteriores. No entraremos al análisis particular 

de ~stos, ya que lo h3remos a profundidad en capítulos poste­

riores. 

Una vez analizados y clasificados los derechos de 

los accionistas, es con\'eniente apuntar las obligaciones que 

impone al accionista la calidad o ''status'' de socio. 

Desde nuestro punto de vista, en las Sociedades 

Anónimas, el accionista no tiene más que unn obligación que es 

el pago de su aportación, Sin embargo, y como lo apuntamos an­

teriormente, la doctrina y en particular Rodríguez y Rodríguez 

consideran que el accionista tiene obligaciones individuales y 

colectivas, indicando que en las primeras encontramos exclusi­

vamente la obligación de efectuar la aportación convenida, en 

la cuantía fijada, mientras que en las obligaciones colectivas, 

el accionista tiene la obligación de cumplir con los acuerdos 

sociales y de fidelidad en su conducta de socio (36). 

No es necesario considerar en detalle las obliga­

ciones del accionista por ser el interés principal de este tr~ 

36 Cfr. ibid., p. 473. 
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bajo el estudio de los derechos de los accionistas. 
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C,\PTTl!LO TERCERO 

LA FORMACTO~ DE LA VOLUNTAD EN LA SOCIEDAD ANONIMA 

3,1 SITUACION DEL TEMA. 

El tratadista Luis Recnscns Siches nos sefiala que: 

Las colectividades son pluralidades de sujetos que 
persiguen un bien comón (37). 

En la Sociedad Anónima, al igual que en las demás 

formas de socicdacl mercantil, el fin o motivo camón que los SQ 

cios persiguen es de car6cter ccon6mico, que se traduce en una 

participnci6n en los beneficios o pbrdidas. 

Esta colectividad cte sujetos, al unir convencional 

mente sus recursos y dirigirlos hacia una finalidad camón me-

diante una de las formas reconocidas por ln ler, dá lugar a 

unn persona (jurídica, moral) a través del reconocimiento que 

el estado 1e otorga. En nuestra legislación, el artículo 25 

del Código Civil en su (rnccih11 TTI, que a la letra dice: 

Art. 25.- Son personas morales: 

JJJ.- Las sociedades civiles o mercantiles (38), 

37 LUIS RECASENS SfCHES: Vida llumcinn, Socjedad v Derecho; citQ_ 
do por Jll,\~ :·IART!NEZ DEL CA~l\'O; Notus Sobre L1 Protección 
de ]ns :·ti11oríns en l;1s Soc:iC'dadcs r\nÓnlmns en los Derechos 
Mcxic,1110 y I:spaflol, S~m;1 nd~1u de D~~e7ho Me¡~antil v Bonca-
r 1 o 1 U. ;,1 

• ,\. M. 1 Sur 1 e A 1 No. 3 3 , , 1 ex i. e o , 1 :J .J 3, p • Í 1 • 

38 Art. 25 del CódiHo Ci\'il pt1ra t>1 Distrito Federnl, de fecha 
30 de LI g os to tl l! l 1J 2 8 1 pu h l i e ad o L! n e 1 Di ar i o O [ i e i u 1 de 1 a -
I~cdcr;1ci6n el Jl de :1g1Jst.o tic 1928. 
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Reconoce personalidad jurídica a las sociedades 

mercantiles, creando así un nuevo sujeto de derechos y obliga-

ciones, diverso de aquellas personas que lo integran. 

Aún cuando constituyen unil persona jurídica diver-

sat al carecer de una naturaleza psícofisica 1 requieren de ór-

ganes que las manifiesten exteriormente; dicho de otra forma, 

que expresen la voluntad de ese ente jurídico ante torceros. 

En este orden de ideas se expresa nuestra ley, en 

el articulo 27 del Código Civil que dispone que: 

"Las personas morales obran y se obligan por medio 
de los Órganos que las representan, sea por dispo­
sición de la ley o conforme a las disposiciones r~ 
lativas de sus escrituras constitutivas y de sus 
estatutos"( 39), 

Esto último constituye la actividad de representa­

ci6n de la sociedad, Por lo general, son los estatutos los que 

determinan las personas u brganos que deben representarla y la 

forma en que dicha representacibn se ha de llevar a cabo, se-

gún lo establece la fracción IX del articulo Sexto de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles, En situaciones especiales, 

la ley dispone las personas u Órganos que tendrán la represen-

tacibn de la sociedad. Así, en la Ley General de Títulos y Op~ 

raciones de Crédito se dispone que los administrfadores o ge-

39 Art. 27 Código Civil, p. 46. 
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rentes de la sociedad o negociaciones mercantiles, se reputan 

autorizados para obligar cambiariamente a la sociedad, por el 

simple hecho de su nombramiento (40). En igual forma la Ley G~ 

neral de Sociedades Mercantiles establece una disposición sem~ 

jante en su articulo Décimo, que nos indica: 

11 La representación de toda sociedad mercantil co­
rresponderá a su administrador o administradores, 
quienes podr6n realizar todas las operaciones inhe 
rentes al objeto de la sociedad, salvo lo que expri 
samente establezcan ln ley y el contrato social" 
(41). 

Sin embargo, la representación no hace sino expre-

sar la voluntad de la per&ona, y la voluntad social o colecti-

va es un concepto diverso de aquel. La representaci6n es exteL 

na sólo intervienen los expresamente designados para tal 

efecto, ya sen por disposición legal, ~statutaria o por resol~ 

ci6n de alguno de los 6rgonos autorizados. La voluntad aocial, 

en cambio, constituye un proceso interno en el que se dá facul 

tad a todos los socios poro intervenir y formarla. 

La voluntad social se forma con el concurso de la 

voluntad de cada uno de los socios que la integran, pero es i~ 

dependiente de las mismas. No se trata de una simple suma de 

voluntades individuales, sino de una diversa, derivada de la 

40 Cfr. Art. 85 de la I.cv General de T1tulos v Operaciones de 
Crédito; Ed. Andrn<le, ~1éxico, 1987, p. 519. 

41 Art. 10 de la Lev General de Sociedades Mercantiles; Porr6a, 
México, 1986, p. 29. 
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fusión de éstas. Lo contrario nos obligaría a concluir que es 

necesario que toda delibernción sea tomada por unanimidad, to-

da vez que no podría excluirse a ningún miembro del colegio de 

la suma total (42). Sin embargo, en virtud do estar compuesta 

la Sociedad Anónima por un grupo de socios, nunca ~enor de cin 

ca, como lo establece la fracci6n l del articulo 89 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles, es muy probable que puedan 

existir una pluralidad de opiniones y razonamientos, los cua-

les deben discutirse, evaluarse y ser decididos en la forma en 

que más convenga a la sociedad. El problema radica en que debe 

lograrse una unificación de esas opiniones y fines partícula-

res en lo que se refiere a lo manifestación externa de la vo-

luntad del grupo, debiéndose apegar a la linea trazada por el 

fin social. Con lo anterior coincide De Gregario que manifies-

ta: 

'
1La manifcstaci6n de la voluntad de la asamblea ge­
neral, resulta directamente de la personalidad mo­
ral de la sociedad, distinta de los socios, no oh~ 
tante que la voluntad de la sociedad emana de sus 
componentes, la voluntad de la asamblea no puede 
considerarse como la suma de las voluntades de los 
socios en particular" (43). 

42 Cfr. OSCAR VAZQUEZ DEL MERCADO: Asambleas de Sociedades An6 
.!l.i.!!!.!!.§.; la. ed. 1 Porrúa, México, 1955, p. 16. 

43 ALFREDO DE GREGORIO: Delle societá e delle associazioni co­
mmerciali; citado por Osear Vazquez del Mercado: Asambleas, 
Fusi6n v Liguidaci6n de Sociedades Mercantiles; 2a. ed., P~ 
rrúa, México, 1980, pp. 18 y 19. 
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De lo expuesto se deduce que será frecuente que la 

voluntad de la sociedad no coincida con la de un socio o grupo 

de ellos, quienes deber~n someterse al voto de los dem~s que 

constituyen la mayorla. Esta es la mejor prueba de la autono­

mía de la voluntad social con respecto a aquella de sus compo­

nente. 



-40-

3.2 PRINCIPIO MAYORITARIO. 

Toda vez, que existe una gran dificultad pnra que 

toda deliberaci6n en una empresa sea tomada por unanimidad, la 

doctrina ha considerado que el mejor int6rprete de los intere-

ses sociales es el principio fundamental del imperio de la ma-

yorla (44), Este principio se encuentra consagrado, hasta don-

de tenemos ¿onocimicnto, por todas las legislaciones que regl~ 

mentan ª·la Sociedad Anónima. La ''ratio legis'' de la disposi­

ci6n, expresa Garrigucs, es que el inter6s de la mayoría pare-

ce que se identifica con el interés socio!, el interés so-

cial, a su vez, debe ser lógicamente, el mismo interés de los 

socios (45). No estamos de acuerdo en la afirmación anterior 

por las razones que argun1enta el autor, ya que el inter&s que 

pretende alcanzar una mayoría no necesariamente constituye el 

interés social. 

A nuestro parecer, el principio mayoritario tiene 

su origen en la concepción democrática que forma a la Sociedad 

Anónima. No nos referimos a una democracia de personas, ya que 

en la an6nima se vota por acciones y no por personas. llablamos 

de democracia a este respecto en el sentido de una democracia 

de acciones, ya que al accionista se le concede un voto y de-

44 Cfr. TULIO ASCARELLI: Derecho Mercantil (trad. de Felipe de 
J. Tena); Porrúa, México, 1940, p. 150. 

45 Cfr. J. GARRIGUES: op. cit., p. 45, 
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más derechos administrativos y patrimoniales por cada acción 

de que sea titular. 

A este respecto el maestro Rodriguez y Rodriguez 

nos señala: 

"El derecho de voto no se a tri huye a la acción, si­
no a la calidad de socio; lo que sucede es que ca­
da accjÓn atribuye un puesto de socio, al mismo 
tiempo que tenemos aquí una manifestación típica 
de la incorporac1on a la acción de los derechos 
atribuidos a la calidad de socio. Precisamente 
por ello, en la sociedad anónima, es r;incipi~ bá­
sico el que se vote y se decida, segun el numero 
de acciones, como consecuencia típica de la estru~ 
tura capitalista de esta sociedad"(46). 

Si no fuera visto desde este ángulo, nos veríamos 

obligados a concluir que la estructura democrática de la soci~ 

dad por acciones es una expresión sin vida, como lo han consi-

dcrado outores tan respetables como Ripert (47). 

Es innegable que en nuestra legislación sobre la 

materia prevalecen las mayorías; pero &stas se forman por mayQ 

rías de acciones y no de personas. Sin embargo, admitimos la 

posibilidad de que para la adopción de ciertas resoluciones 

pueda establecerse una combinaci6n de mayorías de capital y mª 

yorías de personas, siempre y cuando esa mayoría de personas 

46 J, RODRJ.GUEZ Y RODRlGUEZ: op. cit., p. 416. 

47 Cfr. GEORGE RIPERT: Aspccts Juridigucs du Capitalisme Moder 
JlE.; París, 1951, p. 104, 
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represente un cierto capital (48). En otras palabras, exigir 

que los acuerdos sean tomados por un cierto número de socios 

que representen una mayoria en el capital de la sociedad y ad~ 

más, una mayoría numérica de los accionistas. 

Consideramos que la disposición estatutaria que 

así lo estableciere no violaría el principio mayoritario siem­

pre y cuando los asuntos que deban resolverse de esta forma 

fueren de importancia y tuvieren una trascendencia en las rel~ 

cienes de los socios entre si, corno podría ser la designación 

de un administrador ~nico. Ademhs, creemos que la inserci6n en 

los estatutos de una cláusula en ese sentido sería conveniente 

sólo en sociedades pequeñas. 

En todo caso, debe subsistir el principio mayorit~ 

rio en los 6rganos colegiados que pudieren encontrarse establ~ 

cidos en la Sociedad Anbnima: La asamblea general de accionis­

tas y el consejo de administraci6n. Podrá optarse por estable­

cer una unanimidad en el consejo de administración para la 

adopción de ciertos asuntos, pues consideramos inaceptable el 

seílalar lo unanimidad en toda materia sometida a ln considera­

ción de dicho consejo, toda vez que atentaría seriamente con­

tra la subsistencia de la sociedad. A mayor abundamiento cree­

mos que esa necesidad de una unanimidad para resoluciones se-

48 Cfr. J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 99. 
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ria utópica, sin embargo, podemos aceptar que para ciertos 

asuntos fuera necesario el voto de los representantes de los 

accionistas minoritarios, lo que acarrearía una mayoría califi 

cada. En cuanto a la asamblea general, consideramos que tumpo-

co puede exigirse como requisito de validez la unanimidad de 

votos, pues ésto, dice Físcher, seria tanto como poner un obs-

ticulo insuperable al mecanismo de la voluntad colectiva (49). 

Conforme o lo anterior, y en principio, la volun-

tad de la minoria debe someterse a la voluntad de la mayoría. 

Al decir de Rodríguez y Rodríguez: 

Para todas las colectividades es una norma básica 
la de que la mayoría pueda decidir el destino de 
la colectividad, ( ••• ), en virtud de la subordina­
ción de los menos a los más (50). 

Tal principio rjge incluso en el supuesto de madi-

ficacián a los estatutos. Se discute sin embargo, si ésto no 

es contrario a la regla contractual, al permitir que los esta-

tutos sean reformados por cierta mayoría, simple o calificada, 

sin que concurran a formar la voluntod la totalidad de los ac-

cionistas. Para resolver este problema, acudimos a las teorías 

institucional y del contrato de organización. 

Expresa la primera teoría que la sociedad ha sido 

49 Cfr. R. FISCHER: op. cit., p. 258. 

50 J, RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 99. 
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fundada por· un contrato, pero este contrato dá origen a una 

instituci6n que presupone el interés colectivo en la persecu-

ción del bien común, por encima de los intereses individuales 

de los socios (51). Dicho por Ripert: 

Implica una sobordinación de derechos e intereses 
privados a los fines que se trata de realizar (52). 

•Así se explica que los derechos de los socios no 

se determinen en el acto constitutivo de una manera definitiva 

y que puedan ser modificados, si la vida y la prosperidad de 

la sociedad lo exigen. 

Para la teoría que supone a la Sociedad An6nima CQ 

mo un contrato de organizaci6n, los contratantes tienen diver-

sas contrapartes (cada uno de los demás socios). Pero si bien 

son contrapartes con interés opuesto, la finalidad común, o 

sea la ganancia patrimonial, los unifica para lograr su cumpli 

miento, y es factible la modificaci6n del contrato por una ma-

yoría simple o calificada. 

De lo antes expuesto, se deduce que nuestro orden~ 

miento legal se adhiere a la teoría del contrato de organiza-

ción, dándole importancia al fin colectivo que mueve a la so-

51 Cfr. JOAQUIN GARRIGUES: Hacia un Nuevo Derecho Mercantil; 
Tecnos, Madrid, 1971, p. 37. 

52 GEORG E RIPERT: Tratado Elemental de Derecho Comercial; T. 
11, p. 18. 
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ciedad. 

De esta forma, el accionista, al adquirir la cali­

dad de socio mediante la adquisición de una o varias acciones, 

acepta los derechos obligaciones inherentes a dicho status, 

entre los cuales se encuentra el principio de sumisi6n a la m~ 

yoria. 
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3,3 CONCEPTO DE MAYORIA. 

Al hablar de mayorías, resulta necesario precisar 

su concepto. Entendemos por mayoria, la persona o grupo de PªL 

sanas que poseen el número de acciones suficientes, para que 

en unn votación determinen la voluntad social, es decir, el 

número de votos que, de acuerdo con la ley y los estatutos, 

so~ suficientes para adoptar las resoluciones que forman dicha 

voluntad, 

Con respecto a este tema Juan Palomar de Miguel d~ 

fine mayoría diciendo: 

Mayor número de votos conformes en una votación 
(53). 

Para determinar cual es ese número, debemos disti~ 

guir entre diferentes tipos de asambleas de acionistas en rel~ 

cibn con las cuales la ley y los estatutos establecen diversos 

porcentajes. 

Las asambleas generales de acionistas pueden ser 

ordinarias y extraordinarias. En las primeras, la mayoría se-

ría considerada como aquel} n persona o grupo de personas que 

posean la mitad mis uno de los votos del capital presente, sa! 

vo que los estatutos exijan una mayorla m6s elevada, ejemplif! 

53 JUAN PALOMAR DE MIGUEL: Diccionario para Juristas; Ed. Mayo, 
H6xico, 1981, p. 848. 
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cando, ésto sería, si en una sociedad el capital se encuentra 

compuesto por diez acciones, con derecho a un voto cada una de 

ellas, la mayoría estaría comprendida por aquella persona o 

grupo de personas que representen el voto de seis acciones, si 

los diez se encuentran presentes. 

Con respecto a este tópico el tratadista Antonio 

Brunetti, nos menciona: 

''La asamblea ordinaria delibera válidamente con ma­
yoría absoluta, es decir, con la mitad más uno de 
los votos del capital presente"(S4), 

Continúa diciendo el tratadista, que el acto cons-

titutivo puede establecer una mayoría más elevada, indicando 

claramente que, por ningún motivo el acta constitutiva puede 

indicar que esa mayoría sea inferior a la absoluta yn que iria 

definitivamente en contra de lo establecido por la legislación 

(SS). 

Por lo que se refiere a las asambleas extraordina-

rias 1 el número de votos que representan la mayoria difiere de 

los que la forman en las asambleas ordinarias, En las asam-

bleas extraordinarias la mayoría se encuentra formada por aqu~ 

llas personas o grupo de personas que representen más de la mi 

tad del capital social. Es decir, en las asambleas extraordina 

54 A. BRUNETTI: op. cit., p. 392. 

S5 Cfr. ibid., p. 393, 
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rias no importa el número de acciones que se encuentren presen 

tes, siempre que sean más del setenta cinco por ciento del 

capital para que se llegue a conformar una mayoria necesaria-

mente deben votar uniformemente la mitad de las acciones que 

representan el capital social. 

Al igual que en las asambleas ordinarias, esa may~ 

ría de más de la mitad de las acciones que representan el capi 

tal social, en las asambleas extraordin3rias puede ser modifi-

cada por los estatutos sociales, sin embargo, siempre tendrá 

que ser una mayoría más elevada, pues lo contrario iría en coll 

tra del espíritu de la ley. 

Por lo que se refiere a otro 6rgano de la Sociedad 

Anónima, que es el consejo de administración, la mayoría se 

conforma de forma diferente, ya que en este Órgano, las vota-

ciones se llevan a cabo por el número de personas presentes, 

por lo que la mayoría en este caso es considerada como la mi-

tnd m•s uno de los consejeros presentes. Mantilla Malina maní-

fiesta que: 

"Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos 
de los consejeros presentes. Debe entenderse que 
cada consejero tiene un voto, excepto el presiden­
te, a quien la ley expresamente le concede voto de 
calidad, para el caso de empate"(56). 

56 R. MANTILLA MOLINA: op. cit., p. 402. 
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3.4 CONCEPTO DE NINORIA. 

Con el t¿rmino 11 ~inorías'1 se pretende clasificar a 

la menor parte de las personas que forman parte de un todo, es 

decir, a la persona o grupo de personas cuya participacibn en 

el capital social resulta ser inferior en porcentaje a la mi-

tad de la totalidad. Puede también existir una minoría frente 

a un grupo de ellos que representen un cierto porcentaje mayo-

ritario del capital social 0 1 simplemente, mayor al porcentaje 

representado por la minoría. No podemos, pues, generalizar e 

indicar que las minorías están constituidas por la masa amorfa 

de pequeños accionistas, que se desinteresa de la marcha econg 

mica de la sociedad y está movido s61amente por el propio int~ 

rés, seg6n el decir de Brunetti (57). 

La ley concede en ciertos casos algunos derechos a 

una minoría que es tal con respecto a la totalidad del capital 

social, sin importarle que dicho grupo pueda, en un momento d~ 

do, constituir una mayoría respecto de la toma de decisiones, 

como lo hace en su artjculo 144. 

'~uando los administradores sean tres o más el con­
trato social determinar~ los derechos que corres­
pondan a la minoría en la designación, pero en to­
do caso lLl minoría que represente un veinticinco 
por ciento del capital social nombrará cuando me­
nos un consejero. Este porcentaje será del diez 
por ciento, cuando se trate de aquellas sociedades 

57 Cfr. A. BRUNETTI: op. cit., p. 363. 
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En otros cnsos, concede los derechos a un accioni~ 

ta o grupo de ellos, presuponiendo que constituyen una minoría 

con relación al grupo mayoritario y por lo tanto, necesariamc~ 

te con respecto al capital social, como lo hace en el articulo 

201 de la L~y General de Sociedades MercanLiles indicando que 

los accionistas que representen el treinta y tres por ciento 

del capital social podrán oponerse judicialmente a las resolu-

ciones que se tomen en asambleas generales (59). 

Como se desprende de los dos párrafos anteriores, 

podemos hablar de dos tipos de minorías: La primera, cuando 

constituyen una menor parte con respecto al capital social; la 

segunda, cuando constituyen una parte menor con respecto a 

otro grupo, necesariamente moyoritario. En el primer supuesto 

estamos frente a un grupo concreto de fácil identificación, 

pues bastará comparar matemáticamente las acciones que repre-

senta el occionsta o grupo de ellos frente a la totalidad. En 

el segundo, estamos ante un concepto abstracto que s61o se ma-

terializa en un momento dado, para luego tomar nuevamente su 

forma abstracta. Es por ello que específicamente en este su-

58 Art. 144 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; Po­
rr6a, M6xico, 1986, p. 55. 

59 Cfr. Art. 201, ibid., p. 67. 
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puesto, no podemos decir que determinada persona sea un sacio 

mayoritario o minoritario, sino que sólo podemos afirmar que 

en determinada votaci6n forma parte de la mayoría o bien esta­

ba incluido dentro de ln minoría. 

Cuando la ley o los estatutos otorgan derechos a 

las minorías, por lo general exigen que dichn minoría represen 

te cierto porcentaje mínimo del capital social, mayor o menor, 

según la trascendencia del derecho, En ocasiones y al amparo 

de normas establecidas y de hipótesis previstas, se conceden 

derechos a un accionista aún siendo titular de sólo una acción. 
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3.5 LIMITES AL PODER DE LAS MAYORIAS. 

Como se indic6 anteriormente, el principio mayori­

tario, es una norma de organización de la Sociedad Anónima, 

exigida por el carácter corporutivo de la misma. Por él, se i~ 

pone a los socios la obligación de subordinarse a los acuerdos 

mayoritarios legalmente adoptados. 

Este principio mayoritario se ve limitado princi­

palmente por dos circunstancias: La primera seria el posible 

abuso de las mayorías, ese abuso puede darse en varios casos 

concretos, sin embargo, el más común, se dá cuando el grupo m~ 

yoritario vota una resolución buscando un interés personal, 

alejado del interés colectivo, cometiendo un abuso. Por este 

tipo de situaciones, la ley exige que cuando el socio tenga un 

interés contrario al social, se abstenga de emitir su voto, 

so-pena de pago de los daños y perjuicios causados a la socie­

dad, limitándose así el principio mayoritario, 

La segunda circunstancia que constituye un límite 

al principio mayoritario es la legislaci6n en materia societa­

ria, así como los estatutos sociales. Es decir, el poder de 

las mayorías se restringe al no poder afectar cierlos derechos 

inmodificables del socio. Por su carácter esencial, los dere­

chos concedidos por la ley escapan a la discrccionalidad de la 

asamblea y del mismo acto constitutivo. 

En el capitulo anterior establecimos que el 11 sta-
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tusº de socio supone una serie de derechos y obligaciones para 

quien es titular de la acción. De esos derechos, algunos no e~ 

t~n sometidos a la voluntad social, ya que no pueden ser madi-

ficados en forma alguna, situaci6n reconocida por la Ley Gene-

ral de Sociedades Mercantiles. 

Rodriguez y Rodriguez respecto al poder mayorita-

rio indica: 

"No es onmipotente, sino que carla socio tiene un 
conjunto de derechos que son intangibles y respec­
to de los cuales la asamblea general no tiene fa­
cultad de decisi6n alguna"(60). 

Podemos determinar, anticipadamente, que son dere-

chas inmodificables: (i) los que la ley otorga al accionista, 

sin m&s limite que el que resulta de las propias disposiciones 

legales al establecer normas permisivas y (ii) aquellos canee-

didos a algún socio o categoría especial de accionistas por un 

acto convencional. 

En nuestro Derecho, Rodrlguez y Rodríguez ha expr~ 

sado la teoría de las 11 go.rant1ns activas y pasivas 11 como lÍmi-

te a la voluntad de la mayoría. Indica que son '1garantias pas~ 

vas 11
, aquellas que no suponen la voluntad del socio, sino que 

quedan establecidas en cuanto la ley determina tales exigen-

cias (competencia especial, mayoría calificada) o prohibicio-

60 J. RODRIGUEZ Y RODRJGUEZ: op. cit., p. 498. 
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nes de modo que autom6ticamente quedan salvaguardados los der~ 

chas de los socios (61). 

Las 11 garant!as activas 11 son aquellas en que la vo­

luntad del interesado es decisiva para poner en marcha el meCA 

nismo de proteccibn. Se subdivide este grupo en: 

A).- Derechos neutrales; entre los que se encuen­

tran, la facultad de exigir convocatoria a asamblea general ºL 

<linaria y el derecho de informaci6n. 

B).- Derechos defensivos; como el derecho de sepa­

racibn y la pctici6n para la suspensi6n de la deliberaci6n so­

bre determinada cuestión; 

C).- Derechos ofensivos; como los derechos de nom­

bramiento de administradores y comisarios (62). 

Por 6ltimo bistenos decir que el principio de la 

mayoría necesariamente encuentra también su límite en aquellos 

principios legales de orden p6blico y los que persiguen la tu­

tela de los intereses de terceros. 

61 Cfr. ibid., p. 499 

62 Cfr. ibid., pp. 499 y sigs. 
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3,G DESEQUILIBRIO ESTRE MAYORIAS Y MINORIAS. 

Es obvio, sobre todo después de lo expuesto que 

existe una desigualdad en la posici6n que guardan las mayor!as 

con respecto u las minor{as dentro de la Sociedad An6nima, por 

lo que trataremos de expresor el porqu6 de tal desequilibrio. 

La opinión del Doctor Garrigues es en el sentido 

de que, el problema surge desde el siglo pasado cuando los le-

gisladorcs quisieron dar unn estructura democrática y parlamen 

taria a la Sociedad Anónima, ya que quisieron poner la deci-

sión de Lodos los asuntos sociales en manos de la colectividad 

de accionistas (63), Sin embargo, la realidad económica ha de-

mostrado que se ha desarrollado unn estructura y una distribu-

ci6n que nada tiene que ver con la democracia, ya que sí exis-

te una persona o grupo de 6stos que posea11 la mayoria para to-

mar determinaciones. La parte minoritaria de esa empresa ten-

dr6 muy poco que opj.nar en relaci6n con esas resoluciones, por 

lo que podemos indicar, que la causa remota del problema de 

las minorías radica en una falta de adecuaci6n de los textos 

legales vigentes que organjzan la an6nima, con la realidad ec2 

nómica. 

Estamos inclinados a creer que por ser esencialmea 

te económico el f;Cntido que informa la Sociedad Anónima por 

63 Cfr. JOAQUIN GARRJGUES: Tratado de Derecho Mercantil; T. 11, 
Madrid, 1947, p. 1000. 
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tender los hombres a buscar en su provecho los mayores benef i­

cios de orden patrimonial que a su mano estén, doblemente pue­

de fallar la confianza que los pequeños accionistas depositan 

en los administradores y organizadores de dicha sociedad, y de 

hecho ésto así sucede en algunas ocasiones, haciendo patente 

por lo tanto el notorio desequilibrio en que se hallan dichos 

pequeños ac2ionistas frente a los grupos mayoritarios, por &s­

to es que en algunas legislaciones se han establecido sistemas 

de defensa, tratando así de garantizar al pequeño accionista 

el libre ejercicio de sus derechos sociales, contra el poder 

económico de que gozan los grupos mayoritarios. 

Pero lo peligroso en todo sistema tutelar de las mi 

norias, es el no rebasar el límite que exige tal protección; 

pues de otro modo, no se defenderían sino que se les darían ªL 

mas para lograr beneficios en perjuicio de los dem~s accionis­

tas. Se trata de ponderar con justicia legítimos intereses, 

por tanto, no de sobreponer las minorías a las mayorías, por­

que entonces no se haría otra cosa que invertir el problema, 

pero con mayor gravedad, debido a la diferencia de inversión 

en el capital. Por ésto hay que tener cuidado en lo que se re­

fiere a los medios de protección a otorgar 1 para no lesionar 

con ello los intereses y derechos de los demás accionistas. 
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C,\PTTlll.O CllARTO 

PRlNClPA!.ES DERECHOS DE LAS MJNOR!AS 

4.1 NOMBRAMIENTO DE ADHJ~ISTRADORES. 

l'.nn vez establecido en cnpítulos anteriores que 

la calidod o "status" de socio concede n éstos una serie de 

prerrogativas frente a ln sociedad, es conveniente hacer un 

anblisis particular de cada uno de estos derechos, haciendo en 

relación a los mismos observaciones en sentido crítico, para 

lograr aclarar desde nuestro punto de vista, si los derechos 

otorgados u las minorías son suficientes, además de ver la op~ 

raci6n y funcionamiento de los mismos. 

Por lo que se refiere al nombramiento de adminis-

tradores, la Ley General de Sociedades Mercantiles, en su ar-

tlculo 144 sefialn: 

'tuando los administradores sean tres o mas, ~1 co~ 
trnto socinl determinará los derechos que corres­
pondan u ln minoría en la tlesignaci6n, pero en to­
do caso la minoría que represente un veinticinco 
por ciento del capital social nombrará cuando me­
nos un consejero. Este porcentaje será del diez 
por ciento, cuando se trate de aquellas sociedades 
que tengan inscritas sus accionPs en la Bolsa de 
Valores"(64). 

Como se desprende del art{culo tr?nscrito, las mi-

norias tienen el derecho de nombrar un consejero, para repre-

64 Art. 144 de ln Lev l.eneral de Sociedades Mercantiles; de -
fecha 28 de dicicn1l1rc de 19J3, publica<ln ct1 el Diario Oficial 
de la F~dcración de 4 de agosto lle 1934. 
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sentarlas en el Consejo de Administración de la sociedad. Este 

derecho es otorgado por la ley para evitar un manejo monop6li­

co de la sociedad por parte de las mayorias. 

Este derecho puede ser ejercido por el grupo mino­

ritario en la Asamblea General Ordinaria de Accionistas, en e~ 

ya orden del dia se incluya el nombramiento de administradores. 

Por lo tanto, para que la minoría pueda ejercer su derecho de­

ben darse los siguientes elementos: 

A). Que exista una Asamblea General Ordinaria para 

el nombramiento de administradores. 

8). Que el número de administradores sea tras o 

más: y, 

C). Que la minoria represente cuando menos el vei~ 

ticinco por ciento del capital social o el 

diez por ciento, si se encuentra en bolsa. 

Este derecho consideramos que en la práctica no 

tiene problema para ser ejercido, sin embargo, consideramos 

que dicho derecho no protege al grupo minoritario, ya que una 

vez que ln minoría ha designado un consejero, enfrenta otro 

problema, que es, que el consejero designado deberá represen­

tar a la minoría ante un consejo integrado por lo menos, por 

tres administradores de la mayoría, por lo tanto el consejero 

más que un voto, tendría en realidad un derecho de información 

y de opinión, debido a que en caso de una controversia en el 
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consejo, el designado por las minorías perdería toda votación, 

cuando menos dos votos a uno. 

A este respecto frisch opina que este derecho min2 

ritario es de tipo imperativo y por lo tanto los estatutos s6-

lo podrán aumentarlo en cuanto al número de los consejeros de-

signables por la minoría, sin que por otra parte puedan favor~ 

car a una minarla a tal grado que el derecho legal de la mayo-

ría, quede prácticamente suprimido (65), 

En realidad consideramos que el multicitado dere-

cho de nombramiento de administrador por las minorías sí es 

uno realizable, ya que no es difícil que se den los supuestos 

que requiere la legislaci6n. Sin embargo, como el maestro Man-

tilla Malina, consideramos que el ejercicio es ilusorio por el 

número de consejeros, ya que indica: 

''Este esbozo de representaci6n, proporcional es in­
suficiente: Las minorías que no lleguen al veinti­
cinco por ciento quedan sin ninguna re¡Jresentacibn 
y aún el derecho de las que alcancen dicho tanto 
por ciento resulta casi ilusorio, sí el número to­
tal de consejeros es muy elevado"(66), 

Por lo expuesto, considerarnos que las minor1as ti~ 

nen el derecho de nombrar un consejero o administrador, para 

poder tener una participación directa en la administración de 

65 Cfr. P. FRISCH: op. cit., p. 216, 

66 R. MANTILLA MOLINA: op. cit., p. 400. 
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la sociedad, más sin embargo, creemos que el consejero de las 

minorías, en casos en que tenga que defender la posición de 

sus representados, se verb limitado a tener una participaci6n 

de mera opini6n 1 ya que como veíamos anteriormente no puede 

cambiar una decisión tomada legalmente por la mayoría. 

Para evitar esta desprotecci6n de las minorias den 

tro del órgano de administración sabemos que en algunas socie­

dades, dentro de los estatutos sociales, se incluyen articulos 

que indican ciertos actos que no podrán ser aprobados legalme~ 

te por mayoría de votos, sino que definitivamente deben contar 

con el voto aprobatorio de las minorías. 

Consideramos que es sumamente importante lo ante­

rior, ya que de esn manera, se dá realmente participacíón a 

las minorías en la toma de decisiones de trascendencia para el 

desarrollo marcha de la sociedad. 

Es conveniente, asimismo, definir el n6mero de COil 

sejeros que puede nombrar la minoría, de acuerdo con lo esta­

blecido por el articulo 144 de la Legislaci6n Mercantil invoc~ 

da. Por lo que se refiere a las sociedades que no se encuen­

tran en bolsa, es evidente que lo minoría que represente el 

veinticinco por ciento del capital sblo puede ser una, ya que 

si existieran dos personas o grupo de &stas que representaran 

el veinticinco por ciento, ya no serían minorías, al alcanzar 

el cincuenta por ciento del capital, por lo tanto, s61a puede 
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elegirse un consejero de la minoría. Sin embargo, en las empr~ 

sas que se encuentran en bolsa, el imperativo invocado indica 

que la persona o grupo de éstas que represente el diez por 

ciento del capital, tendrá derecho a nombrar un administrador. 

Se desprende de lo anterior que pueden existir en la sociedad 

hasta cuatro personas en lo individual o cuatro grupos de per­

sonas que representen el diez por ciento y sigan siendo mino­

ría, motivo que crea la hip6tesis de si las cuatro personas o 

grupos de éstas tendrán derecho de nombrar un consejero. 

Consideramos que el espíritu del legislador fué 

que se redujera el porcentaje, ya que en la bolsa es más fácil 

que se diversifique el capital de la empresa, más no que cada 

uno de esos grupos eligiera un consejero de la minoría. Consi­

deramos que el mecanismo correcto seria que primero se votara 

para escoger el consüjero que representaría a las minorías an­

te el 6rgano de administraci6n, paro despu4s designar al n1isrno 

como el consejero del grupo minoritario. 
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4.2 NOMBRAMIENTO DE COMISARIOS. 

Al igual que para el nombramiento de administrado-

res, la ley en su artículo 171 concede a las minorías el dere-

cho de nombrar un comisario de la sociedad. 

El articulo 171 de la Ley General de Sociedades 

Mercantiles a la letra dice: 

''Son aplicables a los comisarios las disposiciones 
contenidas en los artículos 144 (derecho de nombra 
miento de las minorías), 152 (deberán garantiza; 
el desempeño de su encargo), 153 (seguirlin en su 
cargo mientras no nombren nuevos), 160 (scrbn sol! 
dariamente responsables de las irregularidades de 
los anteriores, si no las denuncian) y 163 (se po­
drá ejercitar directamente acción de responsabili­
dad con el 33% del capital)" (67). 

Como se desprende de la lectura del articulo ante-

rior, el derecho <le las minorías para nombrar comisario tiene 

su origen en la remisi6n al articulo 144, que como dijimos an-

teriormente indica, que las minorías que representen el veint! 

cinco por ciento, o el diez por ciento, si la sociedad se en-

cuentra en bolsa, tendrán derecho a nombrar un administrador 

cuando éstos sean tres o más. 

Al establecer el articulo 171 que será aplicable a 

los comisarios lo establecido por el articulo 144 de la Ley 

General de Sociedades Mercantiles, podemos decir, que para que 

67 Art. 171 de la Lev General de Sociedades Mercantiles; de -
fecha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Ofi-­
cial de la íederaci6n el 4 de agosto de 1934. 
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la minorÍA 11r;m\.ac un t.:!:1,i~<-1r)o dr_·lH~n l1cnc:rse l<-·!i ~:lg11)(-11lc:s 

1). Que exista una asamblea ~eneral ordinaria quE 

contemple en su orden del día, el nombramiento 

de comisarios. 

~2). Que exista una minoría que represente el vein-

ticinco por ciento del capital, diez por cien-

to, si se encuentra en bolsa. 

3). Que los comisarios que van a elegirse sean 

tres o más. 

Con respecto al nombramiento de comisario por par­

te de las minorías, la doctrina opina: 

Rodríguez y Rodríguez: La minoría que represente 
un 25% del capital social Lendrá derecho a nombrar 
un comisario si éstos son tres o más (68). 

Philipp Frisch: Por lo que se refiere al nombra­
miento por la minoría, la ley (articulo 144 L.S.M.} 
supone en forma imperativa que segár1 los estatutos 
''sean tres o rn6s'' comisarios, para que el derecho 
de minoría, que de todos modos debe representar 
por lo menos el 25% del capital social, proceda s~ 
gún tal articulo (69). 

Por su parte el maestro Mantilla Malina comenta, 

que los derechos de la minoría son ilusorios, ya que para eje~ 

68 J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 152. 

69 P. FRISCH: op. cit., p. 242. 
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cerlos, están supeditados a que se elijan tres o más comisa­

rios, y ello, en la prActica casi nunca sucede (70). 

Es lógico, que la doctrina sea uniforme en cuanto 

a los requisitos para el nombramiento del comisario de las mi­

narlas, ya que son elementos muy claros los que deben darse p~ 

ra que se lleve a cabo la elccci6n, más sin embargo lo opini6n 

que nos parece m6s ilustrativa la que compartimos, es la del 

maestro Mantilla, al referirse a que los derechos de las mino­

rías son ilusorios. 

Creemos que son ilusorios, ya que en la práctica 

el hecho de que se nombren tres comisarios en una sociedad, es 

muy difícil de encontrar. A mayor abundamiento, el hecho de 

que la minoria quiera nombrar un comisario, se debe normalmen­

te a que existen ciertas fricciones con la mayoría, y por lo 

tanto quiere ponerse mayor control a las decisiones de 6sta, o 

por lo menos tener una información clara de las políticas y e~ 

trategías de la sociedad. Al darse cuenta la mayoría de que 

existe esta voluntad por parte de las minorías de nombrar un 

comisario, nunca nomhrar6n más de dos y por lo tanto el dere­

cho de las minor1as 110 podr6 ser ejercido. 

Al igual que para el nombramiento de administrado­

res, los estatutos pueden (ijar que la minoría para el nombra-

70 Cfr. R. MANTILLA MOLI'1A: op. cit., p. 414. 
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miento de comisario sea menor al \·einticinco por ciento 1 más 

sin embargo, en ning6n caso podr~n aumentar dicho porcentaje. 

Frisch nos señala: 

11 Los estatutos pueden ser mbs favorables a la mina­
r! a en el sentido que permitan el nombramiento de 
un mavor nómero de comisarios en !avor de la mino­
ría"( 71), 

71 P. FRISCH: op. cit., p. 242. 
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4.3 DERECHO DE IMPUGNAC!ON DE LAS RESOLUCIONES. 

Por lo que se refiere al derecho de irnpugnaci6n de 

las resoluciones de las asambleas, la mayoría de los tratadis­

tas lo plantea corno un problema dificil de esclarecer. 

Una vez que una resolucibn ha sido tomada en una 

asamblea, por la mayoría de los accionistas requerida para 

ello) procede analizar los derechos que tiene la minoría que 

difiere de dicho acuerdo para impugnarlo, 

Todo socio tiene por principio, derecho de impug­

nar una resolución, sin embargo el accionista debe haberse 

opuesto en la votnción correspondiente. 

Vicente y Cella indica, que el derecho de irnpugna­

ci6n a una resolución, nace cuando no se reunen las condicio­

nes extrínsecas o intrínsecas para que el acuerdo sea válido, 

no teniendo en principio dicho acuerdo eficacia jurídica cuan­

do falta alguna de ellas. Considera corno condiciones intrínse­

cas a los requisitos de legalidad formal corno son la forma y 

publicación de la convocatoria, el desarrollo de la asamblea 

en sí mísma, etc., como extrínsecos los requisitos de lagali 

dad material que se refieren a la materia o contenido de la 

cuesti6n sujeta a deliberación, ya que pueden estar restringi­

dos a circunstancias especiales determinadas por los estatutos 
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o la ley, como puede ser un quórum especial (72), 

Por su parte el maestro Rodriguez y Rodrlguez, al 

tratar el tema de la impugnaci6n de las resoluciones, habla en 

primer término de: 

Asambleas válidas y acuerdos válidos (73), 

estableciend-o que son asambleas válidas aquellas celebradas 

por sociedades que existan legalmente se hallen convocadas 

de acuerdo con la ley y los estatutos además que sus accío-

nístas se reunan en el número y bajo las condiciones requerí-

das. 

El acuerdo es válido, cuando siendo válida la asa~ 

blea, se toma éste por mayoria legalmente establecida, versan-

do dicho acuerdo sobre algún objeto posible y lícito que caiga 

además en asuntos que sean de la competencia de la asamblea, 

El efecto de los acuerdos válidos es la obligato-

riedad para todos los accionistas, aún para los ausentes o dí-

sidentes, de acuerdo a lo establecido por la ley. 

Resulta importante para el desarrollo del presente 

punto, la consideración que hace Rodriguez y Rodriguez en el 

72 Cfr. AGUSTIN VICENTE Y GELLA: Curso de Derecho Mercantil 
Comparado: Tipográfica "La Acad6mica", Zaragoza, 1944, T. I, 
p. 218. 

73 J, RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 72. 
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sentido de que una cosa es la impugnación de una resolucí6n y 

otra distinta su nulidad. Bas6ndose en Antonio Donati, el tra-

tadísta mencionado distingue respecto a los acuerdos de las 

asambleas, acciones de nulidad acciones de impugnación. 

La resolución, según Donati, es nula cuando falta 

un elemento esencial, o sea cuando falta el sujeto, su capaci-

dad y legitimacibn, falta <le asamblea; o una voluntad, manife~ 

tación o forma determinada.. Ahora bien 1 por lo que toca a la 

irnpugnaci6n de la delibcraci6n, ocurre cuando 6sta va en con-

tra de la escritura constitutiva, los estatutos, o la ley, o 

sea que existen elementos esencinles, pero uno, alguno, o to-

dos cstin viciados, o bien cua11do el contenido de la delibera-

ci6n pugna con uno norma prohibitiva de lo ley o los estatutos 

( 74). 

Esta distinci6n entre acuerdos z1ulos o impugnables, 

nace del hecho de que en la Ley General de Sociedades Mercant! 

les existen disposiciones que se refiCren a casos específicos 

de nulidad de asambleas o resoluciones y disposiciones que se 

refieren a resoluciones impugnables. El tratamiento que se dá 

en dicha ley es diferente. 

Asi Rodrlguez y Rodríguez, habla de textos de nul! 

74 Cfr. ANTONIO DONATI: Natura Giuridica della Deliberazione 
di Assomblen della SocietA Commercialli citado por J, Rodri 
gucz y Rodríguez; op. cit., p. 73, 
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dad, al referirse a este tema, citando entre éstos, a los ar-

tículos 179, 188, 189, 197 y 198 de la Ley General de Socieda-

des Mercantiles menciona como acciones de impugnacibn a las 

derivadas de lo establecido en los artlculos 201 y 202 de di-

cho ordenamiento (75). 

El tratadista Mantilla Molina, sostiene que: 

ºLas asambleas, como negocios jur:Í.dicos guc son 1 

quedan sujetas n régimen de derecho comun sobre 
inexistencia, nulidad y anulabilidad"(76). 

El accionista afectado por una resolución deberá 

tomar en consideración antes de impugnarla, como hn quedado e~ 

puesto, si la asamblea se reuni6 vAlidamente y en consecuencia 

si dicha resoluci6n se tom6 dentro de un marco legal, pero es 

violatoria de la ley o los estatutos, o bien si la asamblea no 

se ha reunido válidamente porque uno, alguno o todos los rcquí 

sitos exigidos no se cumplieron. 

Las acciones de nulidad, derivadas de los artícu-

los citados, van contra la validez de la asamblea misma, y las 

acciones de oposición a que se refieren los artículos 201, 202 

sigu:i,.entcs del ordenamiento citado, sirven para impugnar 

acuerdos de asambleas legalmente constituidas pero que infrin-

75 Cfr. J, RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 74. 

76 R. MANTILLA MOLINA: op, cit., p. 393, 
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gen ley o estatutos, o ambos, por lo que persiguen finalmente 

la nulidad de la resolución, 
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4,4 DERECHO DE I~FORMACION. 

El derecho de información, es aquel que se otorga 

a cualquier accionista, pero principalmente a las minorías, p~ 

rn que unn vez que ha sido publicada la convocatoria para una 

asamblea, el socio pueda acudir al domicilio social para infoL 

mar de la situaci6n en que se encuentra la sociedad. 

Este derecho que se le confiere a los accionistas 

debe considerarse como derivado del contrato social. La adqui-

sici6n del estado de socio trae implícito el derecho de infor-

mación, como un derecho cxtrapatrimonial, atribuído al socio 

individualmente de manera que puede obtener, en el ejercicio 

del mismo, los datos y aclaraciones necesarios, que le sirvan 

para conocer y formarse un jui~io de manera que pueda partici-

par en la asamblea, discutir con conocimiento ~e causa y emi-

tir su voto para la formaci6n de la voluntad social. 

A este respecto Rodríguez y Rodríguez expresa: 

"El ejercicio del derecho de voto y la resolución 
de las asambleas dependen normalmente de una ade­
cuada informución sobre los puntos sometidos u la 
deliberaci6n de la junta"(77). 

Continúa el tratadista diciendo que muchas veces 

una información documental que pone la sociedad a disposición 

de los accíonsitas no es suficientct y los accionistas requie-

77 J. RODRIGUEZ Y RODRIGUEZ: op. cit., p. 35. 
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ren datos complementarios que deben serles suministrados por 

los administradores y comisarios. Sin embargo, este derecho a 

informaci6n adicional no est6 reglamentado, sino que se ejerce 

en la pr6ctica mediante preguntas en comunicaciones dirigidas 

a dichos Órganos. Por tal motivo, muchas veces los órganos de 

administracibn y vigilancia no ponen el debido interbs en dar 

la suficiente informaci6n a los socios (78). 

De lo expuesto se desprende que es una obligaci6n 

de la sociedad poner a ln disposicibn de los accionistas mino-

ritarios la in(ormaci6n suficiente para que 6stos puedan cjer-

cer sus derechos corporo.ti\·os adecuadamente. Esta obligación 

se encuentra reglamentada en el articulo 186 de la Ley General 

de Sociedades Mercantiles, que a la letra dice: 

''La convocatoria para las asambleas generales debe­
r6n hacerse por medio de la publicaci6n de un avi­
so en el peri6dico oficial de la entidad del domi­
cilio de ln sociedad, o en uno de los peri6dicos 
de mayor circuluci6n en (\icho domicilio con la an­
ticipaci6n que fijc11 los estatutos, o en su defec­
to, quince días nnLes de lu (echa señalada para la 
reuni6n. DuranLe todo este tiempo estar6 a disposi 
ci6n de los accionisLas, en las oficinas de la so= 
cicdad, el informe a que se refiere el enunciado 
general del artículo 172"(79). 

Por su parte, Osear Vbzquez del Mercado considera, 

que la razón de este derecho, es la conveniencia de que los SE., 

78 Cfr. ibid., p. 36. 

79 Art. 186 de la Lev Gener~l de Sociedades Mercantiles; de -
[echa 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de la Federaci6n el 4 de agosto de 1934. 
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cios que acuden a la asamblea se encuentren en condiciones de 

poder discutir los asuntos que se troten con todo conocimiento 

de los mismos de mnn~ru que al emitir su voto lo llngan con la 

debida atingcncia. Considcra 1 que est0 dercct10 es tan importan 

te que su vloluci6n implica la nulidad de las resoluciones de 

la asamblea (80). 

El derecho de información, consideramos al igunl 

que la doctrir1a, tiene límite, y ese llmile es que el occioni~ 

tn debe obrar en interés propio, pero no en contra del de la 

sociedad, por lo tanto cuando el ejercicio <le su derecho no ªll 

cuentra esto correspondencia o no persigue el inter~s del tit~ 

lar, se est6 [rente al abuso del derecho. 

De acuerdo con lo anterior, podemos concluir que 

pura el ejercicio del d0recl10 de informaci6n es necesario: 

A). Que exista una convocatoria para asamblea. 

B). Que en el periodo comprendido entre la convoc~ 

curia y la junta se ponga a disposici6n de los 

accionistas la informaci6n suficiente, y 

C). Que el accionista actúe ele buena fé, no en 

contra del intcr6s social. 

80 Cfr. OSCAH VAZQVEZ UEL MERCADO: Asambleas, Fusibn v Liquida 
e ion de Sociedndes (lercantiJes; :.!a. cd., Porrúa, México, 
1980, p. 7°>. 
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4,5 DERECHO DE SEPARACION, 

Por lo que se refiere al derecho de separación, es 

aquel, que se encuentra comprendido y establecido en el artíc~ 

lo 206 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, y que a la 

letra dice: 

"Cuando la asamblea general de accionistas adopte 
resoluciones sobre los asuntos comprendidos en las 
fracciones IV (cambio de objeto de la sociedad), V 
(cambio de nacionalidad de la sociedad) y VI 
(transformaci6n de la sociedad) del artículo 182, 
cualquier accionista que haya votado en contra ten 
drá derecho a separarse de la sociedad y obtener 
el reembolso de sus acciones, en proporción al ac­
tivo social, según el Último balance aprobado, 
siempre que lo solicite dentro de los quince días 
siguientes a la clausura de la asamblea"(Bl), 

Como se desprende de la lectura del artículo ante-

rior, para poder ejercer este derecho que se concede a las mi-

norias, es necesario, que una serie de hipótesis se realicen, 

que son: 

A). Que una asamblea adopte una resolución de un 

asunto comprendido dentro de las fracciones IV, 

V y VI del artículo 182. 

B). Que se haya votado en contra de la resolución. 

C). Que se solicite dentro de los quince días si-

guientes a la clausura de la asamblea. 

81 Art. 206 de la Lev General ¡le Sociedndes Mercantil~s; de fe­
cho 28 de diciembre de 1933, publicado en el üiario Oficial 
de la Federoci6n el 4 de agosto de 1934, 
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Como lo indica el articulo, este derecho sólo pue 

de ser ejercido en caso de que se adopten tres clases de rcso 

luciones comprendidas dentro del artículo 182: pasaremos a an,1 

lizar cada una de las tres fracciones en particular, tratand 

de analizar el contcnitlo, significado y alcance de las mismas: 

A). FRACCJON IV.- CANHIO DE OBJETO DE LA SOClEDAf: 

El objeto de la sociedad, tomado en un sentido e~i­

tricto, oquivale a la Cinalida(l hacia ln cual cstb dirigida a 

actividad del ente colectivo, es <lecir, está formado por 

conjunto de opcrncioncs a que se dedica la sociedad, operacio­

nes que dcbeti estar indicadas en el contrato constitutivo. De 

aquí se infiere que el accionista, al st1scribir el contrato SQ 

cial, acepte detcrmiriado ubjeto como materia de las opcrac e­

nes de lu soci¡;!dad, y por lo tanto, <Jl cambi<J.rse este obj~to 

t1a variado el sentido mismo del conlrato. Sin embargo, consid~ 

romos que deberla ser más clnro el articu)o al refcrirs nl 

cnmbio Je ob_jcto, ya que no define claramente o qu~ se rcf ere, 

toda vez, que dc_jn la ¡'osibilidatl de scparnci6n tlcl accion sta 

a cualquier cambio que sufra el articulo de los estatutos elª 

tivo nl objeto social, lo que coI1s1dcramos ilbgico, ya que pue 

do tomar5c ui1a resoluci6n en se11tido de cambiar el objeto, 6ni 

cnmentc con 1a fjnn.l.itlad de <:implinr el mismo, para que 1' so­

ciedad pueda realizar un mayor número de opcrnciones, 1 1 > que 

tracrín como consecuencia m;iyorcs ventnjas para la mis n, y 
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sin embargo, si un accionista se opone, y lleva a cabo el eje~ 

cicio de su derecho, afectaría a la empresa, toda vez que se 

tendria que reducir el capital en ln parte proporcional a las 

acciones pagadas al opositor, lo que dejarín a la sociedad en 

una posici6n dificil para realizar el cumplimiento de sus obl~ 

gaciones posiblemente, ya que para el pago de las acciones la 

sociedad de~a reembolsar en efectivo. Motivo por el que consi­

deramos debe definirse claramente el sentido de la multicitada 

fracci6n, no concediendo tanto amplitud. 

A este respecto, Osear V6zqucz del Mercado sostie­

ne que no es lo mismo cambio que modificación del objeto so­

cial. Considera que cuando se hablo de camb!o de objeto, debe 

entenderse por ello que la sociedad dejará de realizar el tipo 

de actividades a que hasta entonces estaba dedicada y que ten­

drá uno nuevo. Por el contrario, la modificnci6n del objeto no 

implica necesariamente que la sociedad debn dedicarse n un ti­

po de actividad diverso de aquel al que se dedicaba. El mismo 

objeto puede ser ampliado o restringido sin Qlle se suprima por 

completo y que por lo tanto resulta dificil concluir que el s~ 

cio pueda separarse, en tilnto que el objeto sigo siendo el mi& 

mo, a6n cunndo haya sido ampliado o restringido (82). 

B). FRACCION V,- CAMBIO DE NACIONALIDAD DE: LA SO-

82 CCr. O, VAZQUEZ DEL MERCADO: op. cit., p. 200, 

1 
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CIEDAD: 

La nacionalidad de la sociedad crea serios proble­

mas en el campo del Derecho Internacional Privado, debido a la 

existencia de sociedades extranjeras dentro del territorio de 

determinada nación. Es tan complejo este problema, que puede 

dar lugar a que una sociedad posea una nacionalidad distinta a 

la de todos ~us socios, por el sólo hecho de así estar pactado 

en el contrato social. En M6xico la sociedad constituida con­

forme a las leyes del país se considera mexicana. 

Consideramos que este cambio de nacionalidad sí es 

una razón suficiente, ya que el accionista puede escoger la n~ 

cionalidad de una sociedad, como elemento definitivo para in­

vertir en ella. 

Otro de los elementos que determinan la nacionali­

dad de las sociedades es el estar domiciliadas en el país, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo quinto de la Ley de 

Nacionalidad y Naturalización. 

El cambio de domicilio al extranjero, lo consider~ 

mos razón convincente para que el accionista ejercite su dere­

cho de separacibn, ya que dificultaría enormemente el ejerci­

cio de los derechos corporativos del accionista. 

Como podemos observar, existen dos requisitos para 

que una sociedad sea considerada mexicana, en la Ley de Nacio­

nalidad y Naturalización que son: Que la sociedad esté consti-
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tuída conforme a las leyes mexicanas y que tenga su domicilio 

social en el país. 

Consideramos que si la asamblea resuelve se modifi 

quen los estatutos para cambiar el domicilio o bien para ade­

cuarlos a otra legislación, es motivo suficiente para ejerci­

tar el derecho de separación por las razones expuestos. 

C), FRACCION VI.- TRANSFORMACION DE LA SOCIEDAD: 

La sociedad puede adoptar un tipo diverso del que 

originalmente tenía mediante la modificación de su escritura 

constitutivo, de tal manera que siguiendo la t&sis de la sub­

sistencia de la personalidad jurídica en la sociedad transfor­

mada, no se puede obligar al socio que votó en contra de tal 

transformación a que permanezca en la sociedad, más aún si co~ 

síderamos que entre lns transformaciones que puede sufrir el 

ente colectivo astá el cambio de responsabilidad limitada a 

responsabilidad ilimitada. 

Una vez analizados cada uno de los casos en que 

puede ejercitarse el derecho <le separación, es conveniente an~ 

lizar otros problemas que pueden presentarse cuando se ejerce 

dicho derecho. Por lo que hace al reembolso de las acciones el 

articulo 206 de la Ley General <le Sociedades Mercantiles sefta­

la que el accionista que tenga derecho de separarse, se le re­

embolsarán sus acciones, en proporción nl activo social, según 
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el Último balance aprobado (83). Primeramente encontramos, que 

debe existir forzosamente un balance aprobado para poder reem-

balsar al accionista, y asimismo, encontramos un problema más 

grave, que el término 11 Activo Social", es un término que no 

existe dentro de los principios básicos de contabilidad, por 

lo tanto, la ley es obscura en el sentido de determinar cómo 

deben valorarse las acciones a reembolsarse. 

Por Último, es conveniente agregar que el accioni~ 

ta que optó por separarse queda responsable para con los terc~ 

ros de todas las obligaciones pendientes en el momento de la 

separaci6n, según el artículo 14 de la Ley Societaria, y por 

lo tanto, excepto en las sociedades de capital variable, puede 

retenerse al accionista, por parte de la sociedad, la parte 

del capital y utilidades de aquel hasta concluir las operacio-

nes pendientes al tiempo de la separación 1 debiendo hacerse 

hasta entonces la liquidaci6n del haber social que le corres-

panda (84), 

83 Cfr. Art. 206 de la Ley General de Sociedades Mercantiles; 
Porrúa, M6xico, 1986, pp. 67 y 68. 

84 Cfr. Arts. 14 y 15, ibid., p. 29, 

\S Mtl Mil 
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CAPITULO QUINTO 

OTROS MEDIOS DE PROTECCJON DE LAS MINORIAS 

5.1 DERECHO A EXIGIR CONVOCATORIA PARA ASAMBLEA. 

Este derecho de las minorías, puede ser ejercitado, 

de acuerdo con la ley en tres momentos, es decir, sblo que ~e 

reunan los ~lementos que en tres hip6tesis sefiala la legisla­

ci6n, podrá realizarse el derecho que tiene el grupo minorita-

ria para exigir una convocatoria a asamblea. 

Nos ocuparemos en primer término del derecho esta-

blecido en el artículo 184 de la Ley General de Sociedades MeL 

cantiles. Este numeral, nos sefiala, que los accionistas que r~ 

presenten por lo menos el 33% del capital social, en cualquier 

momento, podrán solicitar a los administradores o comisarios 

que convoquen a una. asamblea general, para tratar los asuntos 

que indiquen. Si no hicieren éstos la convocatoria dentro del 

término de quince dlas, se podrá solicitar a la autoridad judi 

cial haga la misma (85). 

En relaci6n a lo anterior, el tratadista Vázquez 

del Mercado indica: 

"Es necesario hacer notar que el derecho que se les 
confiere a los socios no es el derecho de convocar 

Er5 Gfr, Art. 184 de la Lev General de Sodedades Mercantiles; 
de facha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Ofi 
cial de la federaci6n el 4 de agosto de 1934. -
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sino el de solicitar que se convoque"(86), 

Es de suma importancia aclarar lo que explica Váz­

quez del Mercado, ya que es muy diferente tener derecho a con­

vocar que tener derecho a exigir que se convoque. De lo anali­

zado anteriormente, podemos concluir que para ejercer el dere­

cho que consagra el artículo 184 es necesario que: 

A). Exista un grupo de accionistas que represente 

el 33% del capital; y 

B). Exista una comunicación por escrito en la que 

se indique el tipo de asamblea, asi como, los 

puntos a tratar en la misma, dirigida a los ai 

ministradores o comisarios, solicitando la co~ 

vocatoria. 

Rodríguez y Rodríguez, sefiala que la norma aplica­

ble, no impone ltmitcs a los accionistas, éstos pueden ejercer 

su derecho en cualquier momento, solicitar se trate cual-

quier asunto, por lo tanto, pueden solicitar convocatoria para 

asamblea ordinaria, como para asamblea extraordinaria (87). 

Por lo tanto, vemos que el grupo minoritarío se e~ 

cuentra protegido, para en determinados momentos, solicitar se 

86 O, VAZQUEZ DEL MERCADO: op, cit., p. 54, 

87 Cfr. J, RODRIGUEZ Y RODRIGLIEZ: op. cit., p. 26. 

I 

1 
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traten asuntos de importancia para ellos, que de otra manera, 

la mayoría posiblemente nunca los incluiría dentro del orden 

del dia de una asamblea. 

En segundo término analizaremos el derecho que le 

concede a las minorías la ley, para en caso de que, por dos 

ejercicios o mas, no se haya celebrado ninguna asamblea, o si 

se celebraron 1 no hayan tratado los puntos contenidos en el ªL 

ticulo 181 de la Ley Societaria, 

A diferencia del derecho analizado en primer térmi 

no, en este caso, no es necesario que se reuna el 33% del cnpi 

tal, para solicitar la convocatoria, sino que esta petición 

puede ser hecha por el titular de una sóla acción. Sin embargo, 

en este caso, Únicamente se podrá solicitar la convocatoria p~ 

ra una asamblea general ordinaria, que se encargue de revisar 

los puntos contenidos en el articulo 181; de la aprobación del 

informe del consejo de administración, informe del comisario, 

de los estados financieros r del nombramiento de administrado­

res, comisarios, así como la fijación de los emolumentos de é~ 

tos, cuando no lo fijen los estatutos, 

Como se puede observar, en este caso es completa­

mente limitado el derecho de las minorías, no como el caso an­

terior. 

Por Último, analizaremos el derecho que tiene lo 

minoría para solicitar la convocatoria de una asamblea, en ca-
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so de que falten la totalidad de los comisarios. El artículo 

168 de la Ley General de Sociedades Mercantiles dispone: 

'tuando por cualquier causa faltare la totalidad de 
los comisarios, el consejo de administración debe­
rá convocar, en el término de tres días, a asam­
blea general de accionistas para que ésta haga la 
designación correspondiente. 

Si el consejo de administración no hiciere la con­
vocatoria dentro del plazo señalado, cualquier ac­
cionista podrá ocurrir a la autoridad judicial del 
domicilio de la sociedad para que éste haga la co~ 
vocatoria (,,,)"(88), 

Del artículo transcrito se desprende que el grupo 

minoritario tiene en lo individual como accionista dos dere-

ches para exigir convocatoria, uno cuando no se han analizado 

los puntos comprendidos en el artículo 181 por más de dos años 

y el otro en caso de que desaparezcan la totalidad de los comi 

sarios. 

Se puede decir por lo tanto, que la minoría tiene 

derecho para exigir convocatoria a asamblea ordinaria o extra-

ordinaria con el 33% y a asamblea ordinaria con s6lo una ac-

ción en los casos enumerados. 

88 Art. 168 da la Lcv General de Sociedades Mercantiles; de fe­
cha 28 de diciembre da 1933, publicada en el Diario Oficial 
de la Federaci6n el 4 de agosto de 1934. 



-84-

5.2 SUSPENSION Y APLAZAMIENTO DE ~HA ASAMBLEA, 

Comenzaremos analizando la suspensión de una asam-

blea, la cual puede ser solicitada por cualquier accionista, y 

sólo puede darse este caso cuando, por causas de tiempo, no 

sea posible agotar el orden del día de una asamblea, 

En otras palabras, la suspensión de una asamblea, 

podrá solicitarse por cualquier accionista, cuando por causas 

imputables a falta de tiempo no pueda agotarse la orden del 

día, sin embargo, para que se pueda suspender una asamblea es 

necesario que la resolución sea tomada por mayoría de votos, 

por lo tanto, no podemos considerarlo propiamente como un der~ 

cho minoritario, yu que es la mayorla quien resuelve. 

La doctrina es consistente en cuanto al término de 

la suspensión, mencionando que la asamblea deber6 continuar al 

día siguiente del que haya sido suspendida. Por otra parte, 

los tratadistas indican que la asamblea deberá continuar tra-

tanda exclusivamente los puntos que integran el orden de] día, 

sin poder agregar a1g6n otro a 6stc. 

Trataremos a continuación lo relativo al aplaza-

miento de las asambleas, lo cual se encuentra regulado por el 

articulo 199 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, que 

a la letra dice: 

11
:\ solicitud de los accionistas se reunan el trein­
ta y tres por ciento de las acciones representadas 
en una asnmblcn, se aplazará para dentro de tres 



días, y sin necesidad de una nueYn convocatoria, 
la votación de cualquier asunto respecto del cual 
no se consideren suficientemente informados. Este 
derecho no podr6 ejercitarse sirio una s6la vez pa­
ra el mismo asunto "(89). 
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Como podemos observar, el aplazamiento, es un der~ 

cho minoritario propiamente, ya que en este caso, la persona o 

grupo de Astas que representen el 33% del capital social po-

dr&n sin ninguna votaci6n, aplazar la scsi6n por un periodo de 

tres días, pnrn en su caso, informarse ndccuadamente sobre el 

punto discutido y poder tomar una resolución adecuada. 

Existen en este derecho elementos que deben seña-

larse y analizarse: 

A), Los accionistas que podrán ejercitar el dere-

cl10 ser6n exclusivamente aquellos que representen el treinta y 

tres por ciento de las acciones. 

ll). El derecho sólo podrá ser ejercitado por una 

vez para el mismo asunto, lo anterior, en opinión de Vázquez 

del Mercado, es para impc,lir que una minoría mal intencionado, 

Ae valga (le esta [aculta<l 1 para simplemente retardar una reso-

lucibn, lo que p11ede ser dafiino para el debido funcionamiento 

de la empresa. 

C). La duración del aplazamiento, sogún la norma 

89 Art. 199, ibid., p. 66, 
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legal, será máximo de tres dí.as, considero que dicho término 

es fatal y no podrá ser prorrogado a solicitud de la minoría, 

excepto que la mayoría as! lo apruebe, asimismo, soy de la op! 

nión que dichos tres díasi deberán de ser hábiles, no pudiénd~ 

se reanudar la sesibn en dias que la empresa no labore. 

El derecho de aplazar una resoluci6n puede subsis­

tir a pesar de que en la asamblea se proporcione información 

suficiente, si así lo considera el grupo minoritario que repr~ 

sen te el treinta y tres por ciento, según opinión de Frisch 1 

en su libro La Sociedad An6nima Mexicana (90). 

Por su parte, el tratadista Roberto Montilla Mali­

na indica, que la falta de información, no es el único motivo 

para el aplazamiento, sino que puede obtenerse con otros propQ 

sitos, como el de hacer una campaña de convencimiento de los 

demás accionistas, con la pobilidad de que al reanudarse la s~ 

sión estén presentes accionistas que hubieran abandonado la 

junta, o que no hubieran concurrido a ella (91). Por lo que se 

refiere a la 6ltima consideraci6n del maestro Mantilla, soy do 

la idea de que a los nccionistas que no hubieren concurrido a 

la asamblea aplazada, puede negárselas la entrada a la asam­

blea, ya que no se encontraban en el registro de la lista de 

90 Cfr. W. FRISCH: op. cit., p. 262. 

91 Cfr. R. MANTILLA MOLINA: op. cit., p. 391. 
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asistencias y por lo tanto no tendrían el carácter de accioni~ 

tas acreditado ante la asamblea. 
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5.3 ACCION DE RESPONSABILIDAD EN CONTRA DE ADMINISTRADORES Y 
COMISARIOS. 

Por lo que se refiere al ejercicio de la acción de 

responsabilidad en contra de los administradores y/o comisa-

rios, es conveniente señalar, que el Órgano facultado para el 

ejercicio de la acción es la asamblea general de accionistas, 

sin embargo•y toda vez que lo que en 6ste caso nos interesa, 

son los derechos minoritarios, hablaremos concretamente de lo 

establecido por el articulo 163 de la Ley General de Socieda-

des Mercantiles, que nos indica, que los accionistas que repr~ 

senten por lo menos el treinta y tres por ciento del capital 

podrán ejercitar directamente la acción de responsabilidad, 

siempre que se satisfagan ciertos requisitos, a los que más 

adelante haremos mención (92). 

La acción contra los administradores ha sido un t~ 

ma que ha provocado grandes discusiones entre los tratadistas, 

empezando, porque no ha podido unificarse la doctrina en cuan-

to a la naturaleza jurídica del vínculo existente entre los ai 

ministradores y la sociedad. Hay tratadistas que sostienen que 

.. el vinculo entre sociedad y administradores, es contractual, 

es decir, considera que existe un contrato de mandato otorgado 

por la sociedad en favor de los administradores, a mayor abun-

92 Cfr. Art. 163 de la Lev General de Sociedades Mcrcanti1es; 
de fecha 28 de diciembre de 19J3, publicada en el Diario Of! 
cial de la Fcderacibn el 4 de agosto de 1934, 
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damiento, el artículo 142 de la Ley Societaria los llama mand~ 

carios y el artículo 157 de la misma ley les atribuye la res-

ponsabilidad inherente a su mandato. 

Sin embargo existe otra corriente que no considera 

a los administradores como mandatarios. El tratadista Joaquín 

Rodríguez y Rodríguez expone: 

11 Los administradores de la sociedad actúan, para 
formar la voluntad social en el marco de su compe­
tencia y hacer posible la expresi6n de la voluntad 
colectiva frente a terceros, y a nuestro juicio no 
son mandatarios"(93), 

Fundamenta el tratadista su afirmación con dos ra-

zones: En primer lugar indica que el contrato, presupone dos 

partes cunndo menos, y el nombramiento de administradores debe 

verse como un acto unilateral; y en segundo lugar expone que 

el contrato presupone una posición de la voluntad, y la sacie-

dad no está en la situación de poder nombrar o no administrad~ 

res 1 sino que 1 por impcrntívo legnl 1 tiene que designarlos. 

Por lo que concluye, qt1e el nombramiento de administradores no 

es contractual, que el régimen jurídico de su actuación no 

es determinado por un contrato (94), 

"Se trata de un caso de representación necesaria 
que se deriva de un acto unilateral de la asamblea 1 

93 J. RODRIGlJEZ Y RODRTGUEZ: op. cit., p. 120. 

94 Cfr. ibid,, p. 121. 



por lo que la estructura jurldica de los adminis­
tradores sn aproxima dcfini tivamcntc n la situn­
ci6n del tutor o del albacea, como representantes 
necesarios de los incnpacitndos o de la herencia 1

' 

(95). 
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Nos parece m~s acertada la ·teoría que expusimos en 

primer término y que nos indica que los administradores son 

mandatarios de la sociedad. 

Una vez analizada la naturaleza jurídica de la re-

lación entre administradoras y sociedad consideraremos los re-

quisitos para que la accibn de responsabilidad proceda. 

El artículo 163 de la Ley Societaria establece: 

''Los accionistas que representen el treinta y tres 
por ciento del capital social por lo menos, podrán 
ejercitnr directamente la acción de responsabili­
dad civil contra los administradores, siempre que 
se satisfagan los requisitos siguientes: 

l.- Que la demanda comprenda el monto total de las 
responsabilidades en favor de la sociedad y no Üni 
camentc el interés personal de los promovcntes; y 

11.- Que, en su caso, los actores no hayan aproba­
do la resoluci6n tomada por la asamblea general de 
accionistas sobre no haber lugar a proceder contra 
los administradores demandados, 

Los bienes que se obtengan como resutlado de la re 
clamaci6n, serAn percibidos por la sociedad"(96).-

En la fracci6n I del artículo transcrito, cncontr~ 

95 Ibid., p. 121. 

96 Art. 163 de la I.cv General ~e Socieda<lcs Mercantiles; de fe­
cha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de lo Fedcroci6n el 4 de agosLo de 1934, 

·¡ 

I 
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mos que uno de los requisitos para ej0rcitnr la acci611 de res­

ponsabilidad, es que se actae en beneficio de la sociedad y no 

en intcr&s propio, es decir, el grupo que represente el trein­

ta y tres por ciento deberb acreditar que los administradores 

han causado un dafio a la sociedad y no a ellos en lo particu­

lar, 

Por su parte, la fracci6n fI sefiala en primer t6r­

mino que, para que surja el derecho de exigir la respa11sabili­

dad de los administradores, la minoría debe de haberse opuesto 

a la resolución de la asamblea que aprobara los actos de la ai 

ministración 1 o en su caso, a la resolución qt1e objetara el 

proceder legalmente contra los administradores. 

Por 6ltimo, la parte final de la fracción 11 indi­

ca, que en caso de que la acción fuere procedente, los bienes 

que se obtuvieren de ésta, ingresarían al patrimonio de la so­

ciedad. y no al del grupo minoritario, sin embargo, la doctri­

na establece que la sociedad deber& resarcir al gru110 minorit~ 

rio todos los gastos efectuados en el ejercicio de Ja acci6n. 

En Cl1nnto a los supuestos que producen la responS!!, 

bilidad de los administradores, el tratadista Jo;¡quín Rodrí­

guez y Rodríguez expone. que existen varias circun~tancias qua 

pueden generar la responsabilidad por parte de los administra­

dores, encontrándose entre éstas: La disposición de bienes de 

la sociedad, sin uutorización expresa de los accionistas, nl 
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aprobar una resolución teniendo un interés opuesto a la sacie-

dad, etc. Concluye indicando que cualquier acto de los admini~ 

tradores que incumpla obligaciones legales o estatutarias ere~ 

ria una posible responsabilidad, si se causa un daño a la so-

ciedad (97). 

Por lo que respecta a los comisarios, el artículo 

169 de la Legislaci6n Mercantil establece: 

''Los comisarios ser6n individualmente responsables 
para con la sociedad por el cumplimiento de las 
obligaciones que la ley y los estatutos les impo­
nen (." •• )"(98). 

Responsabilidad individual significa, que cada uno 

de los comisarios responde por los actos y omisiones propios, 

sin establecer entre ellos vínculo alguno aunque la acción u 

omisi6n fueran idénticas. 

La forma para exigir responsabilidad a los comisa-

rios es exactamente la misma que para los administradores, co-

mo claramente lo indica el artículo 171 de la Ley Societaria 

al establecer que son aplicables a los comisarios las disposi-

cienes contenidas en los artículos 160, 161, 162 y 163 de la 

misma ley. Por lo tanto, los requisitos para que la minoría 

pueda exigir responsabilidad a un comisario, son exactamente 

97 Cfr. ibid., pp. 123 y sigs. 

98 Art. 169 de ln Lev General <le Socie<la<lc• Mercnntlles; de fe­
cha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 4 de agosto de 1934. 
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los mismos que para exigirla a un administrador. 

De lo expresado en ~ste punto, se desprende clara­

mente, que este dercc)10 otorgado n la minorla, si d&, al menos 

te6ricamentc, mucha protccci6n a ese grupo, y considero que es 

uno de los derechos primordiales de la minorla ya que &ste se 

convierte en un verdadero brgano social, y su actuaci6n redun­

dar6 en provecho da la colectividad (99). 

99 Cfr. R. MANTILLA MOLHIA: op. cit., p. 409. 
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5.4 DERECHO DE PREFERENCIA EN LOS AUMENTOS DE CAPITAL. 

El grupo minoritario cuenta dentro de sus derechos, 

con el de preferencia en los aumentos de capital. Este derecho, 

se encuentra consagrado en el articulo 132 de la Ley General 

de Sociedades Mercantiles que a la letra dice: 

''Los accionistas tendrán derecho preferente, en prQ 
porción al número de sus acciones, para suscribir 
las que se emitan en caso de aumento del capital 
social. Este derecho deberá ejercitarse dentro de 
los quince días siguientes a la publicación, en el 
periódico oficial del domicilio de la sociedad, 
del acuerdo de la asamblea sobre el aumento del e~ 
pital"(lOO). 

El articulo transcrito indica que existen requisi-

tos para llevar a cabo un aumento de capital. 

Primeramente, encontramos, que el acuerdo tomado 

por la asamblea que decrete un aumento, deberá ser publicado 

en el periódico oficial. 

Asimismo, el citado articulo indica que una vez P& 

blicado el acuerdo, deberán transcurrir 15 días, antes de que 

se lleve a cabo el aumento, ya que en ese periodo de tiempo, 

cualquier accionista que no haya concurrido a la asamblea po-

drá hacer uso de su derecho de preferencia. 

Mantilla Malina, expresa que el aumento de capital 

100 Art, 132 de la Lev General de Sociedades Mercantiles; de fe 
cha 28 de diciembre de 1933, publicada en el Diario Oficial 
de la Federacibn el 4 de agosto de 1934. 
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mediante nuevas aportaciones podrá traer consigo un desequili­

brio en las relaciones de los socios entre sí, si alterase la 

proporción que cada uno de ellos representa en el capital so­

cial, y con ello, su influencia en la direcci6n de la sociedad 

( 1o1). 

Considero que la opinión del tratadista es muy el~ 

ra en el porqué es necesario, se proteja a las minorías, ya 

que si el grupo mayoritario fuera el que decidiese qui&n sus­

cribiera los aumentos de capital mediante voto en asamblea, 

los minoritarios jamñs podrían obtener este derecho. 

Desde nuestro punto <le vista, este derecho de pre­

ferencia es uno de los derechos que en la práctica definitiva­

mente protege a las minorías y se ejercita fácilmente. 

101 Cfr. R. MANTILLA MOLINA: op. cit., p. 342. 
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CAPITULO SEXTO 

ANALISJS LEGISLATIVO 

6.1 CRITICA A LA LEGlSLACION ACTUAL. 

En los anteriores capítulos de este trabajo hemos 

analizado los diferentes sistemas de protección que posee el 

grupo minoritario 1 y hemos encontrá,do a través de este estudio, 

innumerables lagunas en la legislación que actualmente regula 

esta materia, así como obscuridad en algunas de las normas que 

contemplan los derechos minoritarios. 

En primer término es conveniente subrayar que la 

Ley General de Sociedades Mercantiles no contempla un equili-

brio entre mayoría y minoría, lo cual, nos parece acertado, ya 

que sería totalmente incongruente que un grupo que posee una 

participación inferior dentro del capital social, tuviera los 

mismos derechos que el grupo mayoritario, para el manejo y ad-

ministración de la sociedad, siendo el grupo mayoritario quien 

realmente corre un mayor riesgo económico, dodo su mayor apor-

taci6n. Sin embargo, consideramos que la lcgislaci6n mercantil, 

y en particular la Ley Societario, no contempla adecuadamente 

derechos concretos que las minorías dcberion poseer. 

Por lo que respecta a normas que consideramos son 

obscuras, serio conveniente hacer comentarios particulares au~ 

que encuentren cierta semejanza con el an&lisis realizado en 

! 
! 

; 1 

'! 
i¡ 
:¡ 

.¡ 

1 



-97-

capítulos anteriores. 

Para nosotros es de suma importancia el comentar 

que antiguamente la Ley General de Sociedades Mercantiles indi 

caba en su artículo 144 que cuando los administradores sean 3 

o más, en todo caso las minorías que representaron 25% del ca­

pital social, nombrarían cuando menos un consejero. 

Es evidente que la intención del legislador fué 

que hubiera una sóla minoría, pues de existir dos veinticinco 

por ciento ya no sería minoría, pues tendrían la mitad del ca­

pital social. 

Sin embargo, posteriormente se modificó el referi­

do artículo 144 de la ley para agregar que el porcentaje serb 

del diez por ciento cuando se trate de aquellas sociedades que 

tengan inscritas sus acciones en la Bolsa de Valores. 

Con lo anterior puede haber interpretaciones erró­

neas en el sentido de que cada minoría del diez por ciento ti~ 

ne derecho o nombrar ur1 administrador, lo cual traer6 como co~ 

secuencio que pudiera haber 4 consejeros nombrados por la minQ 

rla y se podrla llegar al absurdo que en una sociedad adminis­

trada por 7 miembros, 4 fueran d~signados por la minarla. 

Todo lo anteriormente expuesto es aplicable a los 

comisarios, ya que el articulo 171 lisa y llanamente nos remi­

te al artículo 146 <le la ley, 
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Lo anterior consideramos iría en contra del espíri 

tu del legislador, ya que si éste, decidió aplicar el princi­

pio mayoritario para la toma de decisiones, y por lo tanto es 

ilógico que permitiera que cada grupo minoritario nombrara por 

ejemplo, un comisario, que lo Único que ocasionaría sería una 

mayor lentitud en el an6lisis para la vigilancia y toma de de­

cisiones, aCarreando lógicamente, un manejo mucho más lento de 

la sociedad, y por lo tanto un perjuicio en contra de la oper~ 

ción y marcha de la misma. 

Consideramos que al incluir el legislador esta noL 

ma dentro de la ley, lo que pretendia era lograr una represen­

tatividad de los grupos minoritarios en los órganos de admini~ 

tración de la sociedad, pero en ningún momento pretendió que 

pudieran existir mayor n6mero de representantes minoritarios 

que de representantes mayoritarios en dichos Órganos, y dada 

la redacción del articulo aplicable podría darse el caso. 

Asimismo, consideramos que esta norma de alguna m~ 

nera debería ser concreta en cuanto al derecho que otorga a ]a 

minoría y no condicionar el ejercicio del derecho a que la ma­

yoría nombre tres o más administradores y/o comisarios, ya que 

al especificarlo de esta manera, en caso de una controversia 

entre mayoría y minoría, en ningún momento se nombrarían más 

de dos administradores y/o comisarios, convirtiendo el derecho 

minoritario en ilusorio. 



-99-

Por 6ltimo, y para concluir con el an6lisis del da 

recho de nombramiento de administradores y comisarios por la 

minoría, consideramos que adcm~s debe especificarse en la le­

gislación que en caso de que se decida en una sociedad el nom­

bramiento de un administrador Único para el manejo de la soci~ 

dad, la minoría tendrá el derecho de nombrar un comisario de 

acuerdo con los porcentajes que fija la ley. 

Consideramos que de esta manera existiría una pro­

tección real para el grupo minoritario, aún cuando la mayoría 

decidiere que la sociedad sea administrada por un administra­

dor Único. 

Otro de los artículos que consideramos es obscuro, 

es el 206 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, que co~ 

templa el derecho de sepnraci6n, ya que ~ste no especifica en 

formo precisa el procedimiento para el reembolso de las accio­

nes, indicando ~nicamente que ser~ en proporci6n nl activo so­

cial, término que en contabilidad no es preciso, por lo tanto 

una vez que se obtiene una resoluci6n favorable para la separ~ 

ci6n, es difícil establecer el velo~ que debe pagarse a los a~ 

cionistas por sus acciones, por lo que se deja en gran parte 

al arbitrio del grupo que administra la sociedad la valoriza­

ci6n de lns acciones a pagar. 

Por lo que hace al derecho de separación en si, 

consideramos que en lo que hace nl nacimiento del derecho por 
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el cambio de objeto de la sociedad, debería ser m6s claro, ya 

que es difícil precisar en ciertos cosos si se trata de un cam 

bio de objeto o no. Por ejemplo, al hacer un agregado al obje­

to social, es decir, no modificar en ninguna de sus partes el 

objeto existente, pero ampliar las funciones que puede desarr~ 

llar la sociedad, no estaría cambinndo el objeto de la socie­

dad, y sin ºembargo lo ampliación de funciones pudiera ser de 

tal manera importante que alguno de los accionistas no estuvi~ 

ra de acuerdo y la posibilidad de ejercer su derecho no serla 

muy clara, ya que sería muy discutible si fué un cambio o no 

el que se hizo al objeto social. 

Consideramos que al ser una porte tan importante 

los derechos minoritarios, no deberían estar contemplados por 

secciones o títulos distintos dentro de la ley, consideramos 

que sería sumamente conveniente el que se conjuntaran todos 

los derechos que posee el grupo minoritario dentro de una sec­

ci6n particular que se titulara de igual manera. 

Por último, concluyendo con la crítica a la legis­

lación, consideramos que seria conveniente el unificar el cri­

terio en los porcentajes que existen para el ejercicio de los 

derechos minoritarios debiendo fijarse un porcentaje para el 

ejercicio de todos y cada uno de éstos. 
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6.2 PROPOSICION DE ~ODIFICACION A LA LEGISLACION. 

Una vez señalado en el punto anterior que a nues-

tro criterio existe un problema en la Ley General de Socieda-

des Mercantiles, es conveniente indicar lo que sería la sol u-

ción del mismo, logrando desde nuestro punto de vista tener 

una Ley Societaria más clara, y por lo tanto, más segura jurí­

dicamente. 

En primer término consideramos fundamental el que 

se concentren todos cada uno de los derechos de la minoría 

en una sola sccci6n de las del capítulo de la ley que contem­

pla las Sociedades An6nimas, lo cual podría a primera vista, 

provocar que al i.ncluir todos los derechos de la minor:la en 

una sola sección se hiciera una mezcla de materias en un capí­

tulo y se encontraran lagunas dentro de otros, sin embargo, la 

manern cie solucionar este problema es que los artículos actua­

les, remitieran al orticulo de la n11cva secci6n, logrando asit 

lo unificaci6n de los derechos minoritarios, sin dejar vacios 

en otros capítulos. 

Una vez establecido el criterio de la unificaci6n 

de derechos minoritarios en un solo capitulo, seria convenien­

te analizar lo que en nuestro criterio serían modificaciones 

necesarias a la ley, 

En primer t6rmino el artículo 144 de la Ley Gene­

ral de Sociedades Mercantiles, referente al nombramiento de a! 



ministradores, creemos debería quedar: 

ART. 144.- l,a minoría que represente el veinticin­
co por ciento del capital social tendr& derecho a 
nombrar un administrador cuando la sociedad sea ad 
ministrada por un consejo de administración, e'ñ 
aquellas sociedades que tengan inscritas sus acciQ 
nes en la Bolsa de Valores, el porcentaje ser6 del 
10%. 

Cuando exi.stan dos o más proposiciones para nom­
brar consejeros de la minoría 1 se votará entre 
ellos para elegir un solo representante. 
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Por lo que hace al nombramiento de comisarios, s~ 

ría necesario agregar un artículo que quedaría redactado de la 

siguiente manera: 

ART. 170-BIS.- Son aplicables a los comisarios las 
disposiciones contenidas en el articulo 144, 

Sin embargo, en el caso que se nombrara un adminis 
trador 6nico. la minoría que represente un 25% deI 
capita] social tendrá derecho a nombra un comisa­
rio, siendo este porcentaje del 10% en caso de que 
lo sociedad esté inscrita en la Bolsa de Valores. 

Al agregarse este articulo en la ley, deberfi modi-

ficarse asimismo, el articulo 171 dela misma, para quednr como 

sigue: 

ART. 171.- Son aplicables a los comisarios las dis 
posiciones contenidas en los artículos 152, 154-;-
160, 161, 162 y 163. 

Por lo que hace al articulo 206 de la Ley General 

de Sociedades Mercantiles, referente al derecho de scparaci6n, 

en primer t&rmino consideramos que debería especificarse con-

cretamentc que por lo que se refiere a la fracción lV, es de-
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cir, al cambio de objeto, no significa que con ampliar el obj~ 

to pueda separarse el accionista, sino que el cambio de activ~ 

darles sea radical. Asimismo debe cambiarse el t~rmino ''Activo 

Social'1 que es impreciso en la contabilidad, por lo que consi-

deramos debiera quedar el artículo 206 en los siguientes térrn~ 

nos: 

ART. 206.- Cuando la asamblea general de accionis­
tas adopte resoluciones sobre los asuntos compren­
didos en las fracciones IV, V y VI del artículo 
182, cualquier accionista que haya votado en con­
tra, tendrá derecho a separarse de la sociedad y 
obtener el reembolso de sus acciones, de acuerdo 
al valor que resulte de restar los pasivos de la 
sociedad a los activos de la misma, en proporci6n 
al número de acciones de que sea tenedor, según el 
Último balance aprobado, siempre que lo solicite 
por escrito dentro de los quince días siguientes a 
la clausura de la asamblea. 

La ampliaci6n del objeto social de una empresa no 
se considcrarb como comprendida dentro de lo frac­
ci6n IV del articulo 182, para los efectos de este 
articulo, a menos que tal ampliación implique un 
cambio radical en las actividades de la empresa. 
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e o N e L u s J o N E s 

1). La marcha de la Sociedad Anónima y su regulación desde el 

punto de vista estatulario se encuentra regida en nuestro 

país, por el principio maroritnrio, es decir, la voluntad 

de la mayoría rige a la Sociedad An6nima. 

2). La legislación societ~rin en México encuentra un retraso 

de varías años y en la actualidad es obsoleta en muchas de 

sus partes, y dada ln importancia que revisten las socied~ 

des en este país debería modificarse para eliminar lagunas 

con las que actualmente cuenta. 

3). Encontramos que en la Sociedad Anónima Mexicana existe un 

gran desequilibrio entre el grupo mayoritario y el grupo 

minoritario, lo cual nos parece lbgico, sin embargo consi­

deramos que ese desequilibrio debería regularse para que 

no fuera tan profundo. 

4). La Ley General de Sociedades Mercantiles al regular los d~ 

rechos del grupo minoritario tiene en algunas de sus nor­

mas derechos que en la realidad son sumamente difíciles de 

ejercitar, dada la obscuridad con que se encuentran redac­

tadas las mismas, dejando al grupo minoritario desprotegi­

do, permitiendo que el grupo mayoritario decida la posibi­

lidad del ejercicio de los derechos de la minoría. 

5). De lo anterior, es nuestra opinión que la Ley General de 
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Sociedades Mercantiles debe modificarse en lo que hace a 

los siguientes puntos: 

a). Deberán unificarse todos y cada uno de los artículos 

que regulen derechos minoritarios en una sola secci6n 

de las del capítulo de la ley, que contempla las Soci~ 

dades Anónimas. 

b). Deberá modificarse el articulo 144 de la Ley Societa­

ria para quedar como sigue: 

"ART. 144 .- La minoría que represente el veinticinco 

por ciento del capital social tendrá derecho a nombrar 

un administrador cuando la sociedad sea administrada 

por un consejo de administración, en aquellas socieda­

des que tengan inscritas sus acciones en la Bolsa de 

Valores, el porcentaje será del 10%, 

Cuando existan dos o más proposiciones para nombrar 

consejeros de la minoría, se votnrá entre ellos para 

elegir un solo representante 11
• 

c), Deberá agregarse a la ley un articulo 170-BIS que deb~ 

rá indicar: 

"ART. 170-BIS.- Son aplicables a los comisarios las 

disposiciones contenidas en el articulo 144. 

Sin embargo, en el caso que se nombrara un administra­

dor único, la minoría que represente el 25% del capi-
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tal social tendrá derecho a nombrar un comisario, sien 

do este porcentaje del 10% en caso de que la socjedad 

estb inscrita en la Bolsa de Valores''. 

d). Por Último deberá reformarse el artículo 206 de la ley 

de la materia para indicar: 

"ART. 206,- Cuando la asamblea general de accionistas 

adopte resoluciones sobre los asuntos comprendidos en 

las fracciones IV, V y VI del artículo 182, cualquier 

accionista que haya votado en contra, tendrA derecho a 

separarse de la sociedad y obtener el reembolso de sus 

acciones, de acuerdo al valor que resulte de restar 

los pasivos de la sociedad a los activos de la misma, 

en proporcibn al nómero de acciones de que sea tenedor, 

según el Último balance aprobado, siempre que lo soli­

cite por escrito dentro de los quince días siguientes 

a la clausura de la asamblea. 

La ampliaci6n del objeto soc¡.al de una empresa no se 

considerará como comprendidn dentro de la fraccibn IV 

del articulo 182, para los efectos de este artículo, 

a menos que tal ampliaci6n implique un cambio radical 

en los actividades de la empresa''. 
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